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1. INTRODUCCIÓN 
Un análisis detallado de la posición que ocupa el principio de 
dignidad de la persona en la Constitución española de 1978 con-
duce a reconocer en él uno de los pilares, tal vez el más desta-
cado, del sistema axiológico positivizado por la Constitución, a 
partir de una interpretación literal y sistemática del precepto que 
lo reconoce, el art. 10.1 CE 1 . En trabajos anteriores me he ocu-
pado de este asunto, así como de los fundamentos filosóficos de 
1. Al respecto puede verse la bibliografía citada en mi anterior trabajo, 
"La dignidad de la persona como principio del Derecho público", en Derechos 
y libertades 4 (1995), pp. 287-306. Cfr. también M. RODRÍGUEZ MOLINERO, 
"Libertad, igualdad y dignidad de la persona", en G. DORSEY (ED.), Equality 
and Freedom. International and Comparative Jurisprudence, Nueva York, 
Oceana, 1977, voi. I, pp. 143-150. Una perspectiva comparada, con especial 
atención al Derecho italiano y alemán, en F. BARTOLOMEI, La dignità umana 
come concetto e valore costituzionale, Torino, Giappichelli, 1987. Para el 
Derecho alemán, que ha inspirado en este punto al español, tanto en la elabo-
ración del texto como en algunos aspectos de la jurisprudencia constitucional, 
cfr. W. MAIHOFER, "Die Würde des Menschen ais Zweck des Staates", en 
Anales de la Cátedra Francisco Suárez 12-2, (1972), pp. 37-62; y, con abun-
dantes referencias jurisprudenciales, I. VON MÜNCH, "La dignidad del hombre 
en el Derecho Constitucional", en Revista Española de Derecho Constitu-
cional 5 (1982), pp. 9-33. Para el Derecho francés, cfr. M.L. PAVIA y T. 
REVET (eds.), La dignité de la personne humaine, París, Economica, 1999. 
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la dignidad de la persona 2 . En esta ocasión el objetivo será 
determinar si la conclusión que cabe obtener en los planos 
dogmático-constitucional y filosófico es refrendada en la práctica 
por el Tribunal Constitucional (en adelante, TC), y proyectada 
sobre la totalidad del ordenamiento; o si, por el contrario, su 
indudable valor axiológico y dogmático no sirve de mucho en el 
plano jurisprudencial, en la resolución de casos concretos, pu-
diendo entonces considerarse que es la suya una función estric-
tamente simbólica. Al final del estudio, los resultados obtenidos 
servirán de base para formular algunas consideraciones desde la 
perspectiva filosófico-jurídica, que es la cultivada específica-
mente por el autor de estas paginas. 
Hace ya algunos años, González Pérez se ocupó de describir 
extensamente las exigencias y posibles proyecciones del principio 
de dignidad en los diferentes sectores del ordenamiento jurídico 
español. Para este autor, el principio cumple la cuádruple función 
de fundamentar el orden jurídico, orientar la interpretación del 
mismo, servir como base a la labor integradora en caso de lagu-
nas, y determinar una norma de conducta y, eventualmente, trazar 
un límite a ciertas formas de ejercicio de los derechos fundamen-
tales 3 . En relación con los derechos, la dignidad de la persona 
fundamenta a todos ellos, incluidos los llamados derechos so-
2. Cfr. el artículo citado en la nota anterior, y P. SERNA, "El derecho a la 
vida en el horizonte cultural europeo de fin de siglo", en C.I. MASSINI Y 
P. SERNA (EDS.), El derecho a la vida, Pamplona, Eunsa, 1998, pp. 23-79, 
especialmente pp. 34-46 y 63-69. 
3. Cfr. J. GONZÁLEZ PÉREZ, La dignidad de la persona, Madrid, Civitas, 
1986, pp. 87-94. Cfr. también F. FERNÁNDEZ SEGADO, "Dignidad de la 
persona, orden valorativo y derechos fundamentales en la Constitución espa-
ñola de 1978", en AA.VV., XXV Jornadas Chilenas de Derecho Público: La 
dignidad de la persona, vol. II, Valparaíso, EDEVAL, 1995, ahora repro-
ducido en LÓPEZ MORENO, A. (COORD.), Teoría y práctica en la aplicación 
e interpretación del Derecho, Madrid, Colex, 1999, pp. 37/67, bajo el título 
"La dignidad de la persona como valor supremo del ordenamiento jurídico", 
especialmente pp. 50-54, y la bibliografía que cita. 
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cíales, pero es más patente su conexión, ajuicio de este autor, con 
los relativos a la vida, integridad física y moral, libertad personal, 
honor, intimidad personal y familiar, libertad de expresión, edu-
cación, objeción de conciencia y libertad ideológica y religiosa 4. 
Pero su virtualidad axiológica permite extraer consecuencias más 
allá del ordenamiento estrictamente constitucional, en el plano 
del Derecho civil (familia, derechos de la personalidad, obliga-
ciones y contratos); del Derecho del trabajo (respeto a la dignidad 
del trabajador); del Derecho administrativo (actividad de la Ad-
ministración, situación de los funcionarios, situaciones militares, 
status de los recluidos en instituciones penitenciarias, de los usua-
rios de servicios públicos; situación de escolares y estudiantes, 
etc.); del Derecho penal (principio de culpabilidad, autodefensa 
de la dignidad personal, agravamiento de delitos por lesión direc-
ta de la dignidad); e incluso del Derecho procesal 5. 
Ahora bien, el estudio de la jurisprudencia constitucional sólo 
confirma parcialmente el extenso panorama trazado por González 
Pérez. Puede afirmarse que, en general, los escasos trabajos don-
de se trata el tema desde el punto de vista jurisprudencial resaltan 
con entusiasmo las proclamas retóricas efectuadas por el TC, sin 
prestar la suficiente atención a su (escaso) alcalce real 6. A conti-
4. J. GONZÁLEZ PÉREZ, op. cit., p. 98. Se apoya para ello en la STC 
53/85, de 11 de abril, fundamento jurídico 8. Adviértase que los derechos 
mencionados, al igual que los que el TC ha vinculado especialmente a la dig-
nidad, según se verá más adelante, son aquellos que protegen bienes inmate-
riales de la persona, más que bienes exteriores o materiales, de suerte que lo 
efectivamente protegido parece ser la persona misma. Tal vez eso proporcione 
una pista sobre el modo en que el TC concibe la distinción entre derechos 
inherentes a la dignidad y aquellos otros que no lo son. Se volverá sobre esto 
más adelante. 
5. Ibid.,pp. 117-175. 
6. Cfr. F. FERNÁNDEZ SEGADO, "La dignidad de la persona como valor 
supremo del ordenamiento jurídico", cit.; y C. RUIZ MIGUEL, "El significado 
jurídico del principio de la dignidad de la persona en el ordenamiento jurídico 
español", en AA.VV., XXV Jornadas Chilenas de Derecho Público: La dig-
nidad de la persona, vol. II, cit., pp. 101-123. 
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nuación se expondrán los principales resultados del presente 
estudio, que a mi juicio confirman lo que acabo de anticipar. 
2. L A DIGNIDAD COMO PRINCIPIO VINCULADO A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES 
La jurisprudencia del Alto Tribunal reconoce en la dignidad el 
fundamento genérico de los derechos 7, y la considera un valor 
jurídico fundamental8, "pórtico de los demás valores o principios 
7. Cfr. STC 64/88, de 12 de abril, fundamento jurídico 1, en BJC 85 
(1988), p. 671. En esta sentencia el Tribunal parece no tomar en serio el 
fundamento que él mismo reconoce expresamente a los derechos, y acaba 
reconociendo la titularidad del derecho a la tutela jurisdiccional (art. 24.1 CE) 
a las personas jurídicas de Derecho público, en la medida que tengan capa-
cidad para ser parte en un proceso (p. 672). Más coherente, y más correcto 
desde una perspectiva de Teoría general del Derecho, se muestra el voto 
particular de los magistrados Diez-Picazo, Truyol Serra y Rodríguez-Pinero, 
que coincide con la decisión adoptada por la mayoría, aunque no acepta que el 
Estado pueda ser titular de un derecho fundamental. Los instrumentos jurídicos 
de que el Estado dispone para la defensa de los intereses públicos no se ajustan 
a la idea de derecho fundamental (p. 673); el Estado tiene potestades y 
competencias, pero de ningún modo derechos fundamentales (ibidem). A mi 
juicio, una atención real, y no puramente retórica, al fundamento de los 
derechos habría impedido la argumentación de la sentencia, confirmando el 
punto de vista del voto particular. Un estudio más amplio sobre este tema en la 
jurisprudencia del TC, en P. CRUZ VILLALÓN, "Dos cuestiones de titularidad 
de derechos: los extranjeros; las personas jurídicas", en Revista Española de 
Derecho Constitucional 35 (1992), pp. 73-83. 
8. Cfr. STC 53/85, de 11 de abril, fundamento jurídico 2, en BJC 49 
(1985), p. 532: "Dicho derecho a la vida, reconocido y garantizado en su doble 
significación física y moral por el artículo 15 de la Constitución, es la 
proyección de un valor superior del ordenamiento jurídico constitucional - la 
vida humana- y constituye el derecho fundamental esencial y troncal en cuanto 
es el supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían exis-
tencia posible. Indisolublemente relacionado con el derecho a la vida en su 
dimensión humana se encuentra el valor jurídico fundamental de la dignidad 
de la persona, reconocido en el artículo 10 como germen o núcleo de unos 
derechos "que le son inherentes". La relevancia y la significación de uno y otro 
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allí consagrados" 9 . A juicio del TC, la dignidad y los derechos 
forman parte conjuntamente de un "sistema axiológico positivi-
zado por la Constitución", y "constituyen los fundamentos mate-
riales del ordenamiento jurídico entero (vide arts. 1.1; 9.2; 10.1 y 
53 dé la Constitución)" 1 0. 
Sin embargo, a pesar de esta posición nuclear, o tal vez a causa 
de ella, el TC no hace un uso independiente del principio de dig-
nidad. Antes bien, cuando recurre a él lo hace siempre en cone-
xión con específicos derechos fundamentales. Podría pensarse 
que ello se debe a que la dignidad proclamada en el art. 10.1 CE 
no puede fundar un recurso de amparo, como ha recordado con 
insistencia el Tribunal, remitiéndose a los arts. 53.2 CE y 41.1 
L O T C 1 1 . Pero no parece ésta una explicación suficiente, porque 
de hecho, el Tribunal ha relacionado siempre a la dignidad con 
derechos concretos en sentencias recaídas sobre recursos de 
inconstitucionalidad o cuestiones de inconstitucionalidad, que no 
exigen fundarse en exclusiva sobre los arts. 14-29 C E 1 2 . Muy 
valor y de los derechos que los encarnan se manifiesta en su colocación misma 
en el texto constitucional, ya que el artículo 10 es situado a la cabeza del título 
destinado a tratar de los derechos y deberes fundamentales, y el artículo 15 a la 
cabeza del capítulo donde se concretan estos derechos, lo que muestra que 
dentro del sistema constitucional son considerados como el punto de arranque, 
como el prius lógico y ontológico para la existencia y especificación de los 
demás derechos". 
9. STC 337/94, fundamento jurídico 12. 
10. STC 5/81, de 13 de febrero, fundamento jurídico 19, en BJC 1 (1981), 
p. 47. 
11. Cfr., entre muchas, la STC 27/82, de 24 de mayo, fundamento jurídico 
1, en BJC 14 (1982), p. 451; ATC 241/85, fundamento jurídico 1; STC 64/86, 
de 21 de mayo, fundamento jurídico 1, en BJC 62 (1986), p. 685; STC 101/87, 
fundamento jurídico 2; STC 265/93, fundamento jurídico 1, en BJC 148-149 
(1993), p. 314; STC 136/96, fundamento jurídico 3; y STC 204/97, funda-
mento jurídico 1. 
12. Cfr., por ejemplo, la ya citada STC 53/85, de 11 de abril, recaída sobre 
el recurso de inconstitucionalidad 800/1983, en relación con el art. 417 bis del 
antiguo Código Penal, que despenalizaba parcialmente el delito de aborto; o la 
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escasas, según se verá, son las decisiones que el TC basa direc-
tamente en el principio de dignidad, e incluso en ellas lo hace 
siempre "proyectándola" sobre uno o varios derechos fundamen-
tales, nunca como ratio decidendi autónoma e independiente de 
una decisión. 
En consecuencia, el alcance de la dignidad personal acaba, en 
la práctica, reduciéndose casi por completo al que en cada caso se 
desprenda de los derechos, que constituyen para el Tribunal "el 
fundamento mismo del orden político-jurídico del Estado en su 
conjunto" 1 3 , lo cual "resulta lógicamente del doble carácter que 
tienen los derechos fundamentales. En primer lugar, [...] son 
derechos subjetivos, derechos de los individuos no sólo en cuanto 
derechos de los ciudadanos en sentido estricto, sino en cuanto 
garantizan un 'status' jurídico o la libertad en un ámbito de la 
existencia. Pero al propio tiempo, son elementos esenciales de un 
ordenamiento objetivo de la comunidad nacional en cuanto ésta 
se configura como marco de una convivencia humana justa y 
pacífica, plasmada históricamente en el Estado de Derecho, y más 
tarde en el Estado social de Derecho o el Estado social y demo-
crático de Derecho, según la fórmula de nuestra Constitución" 1 4. 
STC 150/91, de 4 de julio, sobre cuestiones de inconstitucionalidad acumu-
ladas núms. 1407 y 2187/1989, y 187-188/1990. 
13. STC 25/81, 14 de julio, fundamento jurídico 5, en BJC 5 (1981), 
p. 331. 
14. Ibidem. Se aprecia aquí que, ya en los comienzos de su andadura, el 
Tribunal establecía la vinculación entre los derechos y la estructura del Estado 
como Estado social de Derecho, lo cual permite extender también al Derecho 
español la tesis de Maihofer sobre el alcance del principio constitucional de 
dignidad y su repercusión en la estructura del Estado, siempre que se acepte 
que los derechos derivan de la dignidad. Cfr. W. MAIHOFER, "Die Würde des 
Menschen ais Zweck des Staates", cit., y nuestro comentario en P. SERNA, "La 
dignidad de la persona como principio del Derecho público", cit., pp. 295-298. 
No obstante, el Tribunal es suficientemente explícito, y a renglón seguido del 
texto que se acaba de citar, prosigue: "Esta doble naturaleza de los derechos 
fundamentales, desarrollada por la doctrina, se recoge en el artículo 10.1 de la 
Constitución, a tenor del cual 'la dignidad de la persona...". 
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Por tal razón, los derechos "informan todo el ordenamiento jurí-
dico, y se erigen en componentes estructurales básicos del mis-
mo, en razón de que son la expresión jurídica de un sistema de 
valores [...] La significación que estos derechos adquieren dentro 
del orden constitucional impone a los poderes públicos el deber 
de garantizar su efectiva vigencia y, especialmente, obliga al le-
gislador a proteger los valores positivados y formalizados en el 
ordenamiento a través de los derechos fundamentales, recono-
ciendo, en su caso, las titularidades y obligaciones subjetivas que 
repute a tal fin necesarias" 1 5 . Importa insistir aquí en que la 
axiología constitucional se debe proteger, según el Tribunal, a 
través de los derechos fundamentales, y no de otro modo. Ello 
explica, por tanto, que el alcance práctico del principio de digni-
dad se limite a aquellos casos en que es mencionado junto con los 
derechos, de modo que no sería correcto atribuir esta limitación al 
simple dato de que no resulta recurrible directamente en amparo. 
En consonancia con esto, en casos en que la parte actora invoca la 
dignidad de la persona, el Tribunal suele recurrir al expediente de 
resolver dicha invocación en el objeto de algún derecho funda-
mental, como puede ser la no discriminación 1 6, la prohibición de 
la indefensión 1 7 , o la prohibición de las torturas y tratos inhu-
manos o degradantes. 
3. LOS DERECHOS INHERENTES A LA DIGNIDAD 
En algunas ocasiones, el TC se refiere a una vinculación entre 
la dignidad y ciertos derechos concretos o exigencias jurídicas 
15. STC. 129/89, de 17 de julio, fundamento jurídico 3, en BJC 100-101 
(1989), p. 1306. 
16. Cfr. STC 27/82, de 14 de mayo, fundamentos jurídicos 2 y 3, en BJC 
14(1982), p. 453. 
17. Cfr. STC 64/86, de 21 de mayo, fundamentos jurídicos 1-3, en BJC 62 
(1986), p. 685. 
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particulares, afirmando que derivan de ella. Así, son frecuentes 
las referencias a la igualdad 1 8, la vida 1 9 , la integridad física y la 
prohibición de las torturas y tratos inhumanos o degradantes 2 0 , la 
integridad moral 2 1 , la libertad religiosa 2 2, la proporcionalidad de 
las penas 2 3 , el honor 2 4 , la intimidad 2 5 , la propia imagen 2 6 , la 
18. Cfr. STC 128/87. En ella se hace referencia a la enumeración de los 
motivos de discriminación prohibidos expresamente por el art. 14 CE, para 
señalar que no contienen una lista cerrada, sino más bien una "explícita 
interdicción del mantenimiento de determinadas diferenciaciones histórica-
mente muy arraigadas y que han situado, tanto por la acción de los poderes 
públicos, como por la práctica social, a sectores de la población en posiciones 
no sólo desventajosas, sino abiertamente contrarias a la dignidad de la persona 
que reconoce el art. 10 de la CE." (fundamento jurídico 4). A partir de esa 
declaración, resuelve el caso por referencia al derecho a la no discriminación 
por razón de sexos, sin que pueda apreciarse intervención real alguna del 
principio de dignidad, más allá de este valor retórico. En idéntico sentido razo-
nan las SSTC 166/88, fundamento jurídico 2; 145/91, fundamento jurídico 2; 
y 216/91, fundamento jurídico 6, donde se reproduce literalmente el párrafo 
citado y otros de la 128/87. Por otra parte, el TC vuelve sobre la conexión 
entre dignidad y prohibición de las discriminaciones por razón de sexo en la 
STC 173/94, fundamento jurídico 3; y en la STC 16/95, fundamento jurídico 3, 
con idéntica escasa repercusión del principio de dignidad en el proceso 
argumentativo; y en el último fundamento jurídico de la STC 211/96 formula 
una declaración igualmente sin consecuencias, según la cual "el principio de 
igualdad del art. 14 CE [está] cimentado en la dignidad de la persona como 
fundamento del orden político". 
19. Cfr. STC 53/85, de 11 de abril, fundamento jurídico 2, en BJC 49 
(1985), p. 532. 
20. Cfr. STC 57/94, fundamento jurídico 4. 
21. Cfr. STC 2/82, fundamento jurídico 5. En este caso, la vinculación a la 
integridad moral hace aparecer a la dignidad como límite del derecho de reu-
nión y de la libertad de pensamiento, junto con aquel derecho. 
22. Cfr. STC 177/96, fundamento jurídico 9. 
23. Cfr. STC 65/86, de 22 de mayo, fundamento jurídico 2, en BJC 62 
(1986), p. 690. 
24. Cfr. STC 214/91, de 11 de noviembre, fundamento jurídico 8, en BJC 
128 (1991), p. 33; STC 85/92, fundamento jurídico 4; STC 219/92, fun-
damento jurídico 2; STC 223/92, fundamento jurídico 3; y STC 336/93, 
fundamento jurídico 4, donde la dignidad aparece a la vez como fundamento 
del derecho al honor y como límite de la libertad de expresión. Cfr. también 
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llamada libertad informática del art. 18.4 C E 2 7 , el principio 
de proporcionalidad como parámetro de constitucionalidad de 
normas restrictivas de derechos 2 8 , la tutela judicial efectiva 2 9, o 
ciertas formas de trato mínimo a los detenidos, inculpados en 
un proceso o internos de instituciones penitenciarias 3 0, etc. Sin 
embargo, no conviene pasar por alto que tal vinculación reviste la 
mayor parte de las veces un mero carácter retórico, sin reper-
cusión práctica de ningún tipo. Normalmente la referencia a la 
dignidad no pasa de ser una cláusula de estilo: se afirma que tal o 
cual derecho deriva de la dignidad, o es uno de los derechos inhe-
rentes a que se refiere el art. 10.1 CE, y continúa el argumento sin 
que la vinculación establecida se tome como punto de apoyo para 
obtener consecuencia práctica alguna. 
Por otra parte, el TC no ofrece tampoco un catálogo cerrado de 
los derechos especialmente vinculados a la dignidad, los que el 
art. 10.1 CE denomina "derechos inviolables que le son inhe-
STC 170/94, fundamento jurídico 4, STC 78/95, fundamento jurídico 2; y 
166/95, fundamento jurídico 3. 
25. Cfr. STC 20/92, fundamento jurídico 3; STC 142/93, fundamento 
jurídico 7; y STC 57/94, fundamentos jurídicos 4 y 5 A); y STC 143/94, 
fundamento jurídico 6. 
26. Cfr. STC 99/94, de 11 de abril, fundamento jurídico 5, en BJC 157 
(1994), p. 93, y las STC 231/88, fundamento jurídico 3, y 170/87, fundamento 
jurídico 4, a las que aquella remite. 
27. En referencia al artículo citado, afirma la STC 254/93 que "nuestra 
Constitución ha incorporado una nueva garantía constitucional, como forma de 
dar respuesta a una nueva forma de amenaza a la dignidad y a los derechos de 
la persona" (fundamento jurídico 6). En términos parecidos se expresa la STC 
11/98, fundamento jurídico 4, a la que se remite la STC 94/98, sin mención 
expresa de la dignidad. A una u otra de las dos últimas se remiten, también sin 
mención expresa de la dignidad, las SSTC 33/98, 35/98, 45/98, 60/98, 77/98, 
104/98, 105/98, 106/98, 123/98, 124/98, 125/98, 126/98, y 158/98. 
28. Cfr. STC 55/96, fundamento jurídico 3; y STC 160/87, fundamento 
jurídico 6. 
29. Cfr. STC 99/85, fundamento jurídico 2. 
30. Cfr. STC 57/94, de 28 de febrero, fundamento jurídico 3, en BJC 155 
(1994), p. 227. 
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rentes". Lo más frecuente será la referencia al nexo entre un 
derecho concreto y la dignidad, como ya se ha visto 3 1 , pero reco-
nociendo en ellos una categoría específica, cuya operatividad 
encuentra un primer obstáculo en esa falta de determinación. En 
principio, podría pensarse que inherentes son todos los derechos 
fundamentales 3 2 . Sin embargo, el TC sugiere, como se verá a 
continuación, que los derechos fundamentales no son todos ellos 
imprescindibles in toto para garantizar la incolumidad de la dig-
nidad: "En efecto, que de acuerdo con este precepto, la dignidad 
de la persona y los derechos inviolables que le son inherentes 
sean, junto con el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a 
la ley y a los derechos de los demás, 'fundamento del orden 
político y de la paz social' no significa ni que todo derecho le sea 
inherente - y por ello, inviolable- ni que los que se califican de 
fundamentales sean in toto condiciones imprescindibles para su 
efectiva incolumidad, de modo que de cualquier restricción que a 
su ejercicio se imponga devenga un estado de indignidad. Pién-
sese, precisamente, en la restricción de la libertad ambulatoria y 
conexas que padecen quienes son condenados a una pena pri-
vativa de libertad" 3 3. 
31. Una excepción sería la STC 107/84, en cuyo fundamento jurídico 3 se 
contiene un breve catálogo que menciona "la vida, la integridad física y moral, 
la intimidad, la libertad ideológica, etc.'*. El carácter abierto de esta enume-
ración se deriva de su propio tenor literal, y de la posterior vinculación entre la 
dignidad y otros derechos singulares llevada a cabo por el TC. 
32. Cfr. F. GARRIDO FALLA, Comentario al art. 10. de la Constitución, en 
F. GARRIDO FALLA (ED. Y COORD.), Comentarios a la Constitución, Ma-
drid, Ci vitas, 1980, p. 137. 
33. STC 120/90, fundamento jurídico 4. Naturalmente, el problema aquí es 
de punto de vista, pues la cuestión tiene respuestas diferentes si hablamos de 
los derechos humanos, esto es, si nos situamos en una perspectiva filosófica, 
desde la cual no hay inconveniente en admitir, como se expone al final de este 
trabajo, que todos los derechos se fundan, aunque sólo en cierto sentido, en la 
dignidad de la persona. Ahora bien, en perspectiva constitucional, el contenido 
y alcance que se dé a la expresión "derechos inherentes a la dignidad de la 
persona" no puede equipararse a lo anterior. Por eso no parece del todo acep-
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La eficacia práctica de esta distinción entre derechos inhe-
rentes y no inherentes a la dignidad se cifra, pues, en que los 
últimos no gozarían de inviolabilidad, a diferencia de los otros, 
puesto que, como se acaba de decir, la incolumidad de la dig-
nidad no se vería afectada por su privación o restricción 3 4. Con-
cretamente, en lo que se refiere a los derechos inherentes no 
podrían efectuarse distinciones entre ciudadanos españoles y 
extranjeros 3 5 , de suerte que la categoría "derechos inherentes" 
table la propuesta de F. FERNÁNDEZ SEGADO, art. cit., pp. 61-65, quien 
defiende la vinculación entre la dignidad y todos los derechos y principios del 
Título I de la Constitución. Conviene insistir en que, en cierto sentido, esto es 
correcto desde el punto de vista filosófico, pero no puede serlo en términos 
constitucionales. Si se traslada la tesis filosófico-jurídica al terreno consti-
tucional, cae por tierra, por ejemplo, la equiparación entre españoles y ex-
tranjeros que el TC lleva a cabo a partir de su propia delimitación de los 
derechos inherentes, lo cual llevaría consigo la consecuencia, seguramente no 
deseada por Fernández Segado, de la desaparición de la única consecuencia 
práctica que parece tener la categoría constitucional de los "derechos inhe-
rentes". Por razones análogas resulta criticable la posición de M.A. ALEGRE 
MARTÍNEZ, La dignidad de la persona como fundamento del ordenamiento 
constitucional, León, Universidad de León, 1996, pp. 48-53, para quien los 
derechos inherentes a la dignidad se identifican con los derechos vinculados a 
la personalidad. En un primer momento, este autor parece aludir a los que en 
Derecho civil se conocen como derechos de la personalidad, y a un derecho al 
reconocimiento de la personalidad, pero finalmente concluye que a los de-
rechos fundamentales se deben añadir, como derechos inherentes a la dignidad, 
los derechos económicos, sociales y culturales - e s decir, todas las categorías 
de posibles derechos. Resulta patente aquí la confusión entre el plano filo-
sófico y el constitucional. 
34. Esta posición parece razonable, aunque hubiese sido preferible no 
hablar de derechos que pueden ser sometidos a privación o restricción y, en 
consecuencia, no son inviolables, dadas las dificultades de diverso orden que 
tal planteamiento ofrece, en las que no es posible detenerse ahora. 
35. Cfr. STC 107/84, fundamento jurídico 3; y STC 99/85, fundamento 
jurídico 2. Sin embargo, cuando estamos ante un derecho no inherente a la dig-
nidad, su reconocimiento puede no extenderse a los extranjeros en la misma 
medida que a los ciudadanos españoles: "La libertad de circulación a través de 
las fronteras del Estado, y el concomitante derecho a residir dentro de ellas, no 
son derechos imprescindibles para la garantía de la dignidad humana (art. 10.1 
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parece reeditar una vieja distinción, como se apuntará más ade-
lante. En conclusión, puede afirmarse que dicha categoría está 
formada, a la luz de la interpretación del art. 10.1 llevada a cabo 
por el TC, por aquellos derechos fundamentales -no el resto de 
los derechos reconocidos en el Título I - cuyo título no requiere ni 
exige la condición de ciudadano español. 
En todo caso, el Tribunal Constitucional argumenta siempre 
desde los derechos, y casi nunca proyectando la dignidad sobre 
los mismos, a pesar de que las aludidas declaraciones de carácter 
retórico podrían inducir a pensar otra cosa. Uno de los objetivos 
del presente estudio es, precisamente, mostrar que, en definitiva, 
a la hora de dilucidar los casos, apenas se aprecia influencia 
alguna del principio de dignidad en la solución del problema 
concreto, o en la interpretación del alcance o extensión del dere-
cho al que aparece vinculada. 
Lo anterior permite afirmar que, a juicio del Tribunal, la for-
mulación constitucional del principio de dignidad es sobre todo 
una declaración general, tal vez con más utilidad retórica que 
jurídica en sentido estricto. El Tribunal llega a afirmar literal-
mente que "el artículo 10.1 contiene una declaración de carácter 
general relativa a la dignidad de la persona" 3 6 . 
CE., y STC 107/1984, fundamento jurídico 3 o), ni por consiguiente pertenecen 
a todas las personas en cuanto tales, al margen de su condición de ciudadanos. 
De acuerdo con la doctrina señalada por la citada Sentencia, es pues lícito que 
las leyes y los tratados modulen el ejercicio de esos derechos en función de la 
nacionalidad de las personas, introduciendo tratamientos desiguales entre espa-
ñoles y extranjeros en lo que atañe a entrar y salir de España, y a residir en 
ella" (STC 94/93, fundamento jurídico 3). 
36. STC 64/86, de 21 de mayo, fundamento jurídico 1, en BJC 62 (1986), 
p. 685. 
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37. Fundamento jurídico 8, en BJC 49 (1985), p. 533. 
4. LA DETERMINACIÓN JURISPRUDENCIAL DEL CONCEPTO DE 
DIGNIDAD 
Las anteriores consideraciones conducen a preguntarse por 
el concepto de dignidad de la persona que maneja el TC, cuya 
posición es ambigua en las definiciones y, en virtud de ello, 
contradictoria en las aplicaciones prácticas, según se verá. El TC 
rechaza expresamente adoptar una concepción determinada, para 
no consagrar ninguna construcción dogmática particular. No 
obstante, puede encontrarse un texto que se aproxima en cierto 
modo a lo que podría ser una definición; se contiene en la STC 
53/85: "Junto al valor de la vida humana y sustancialmente rela-
cionado con la dimensión moral de ésta, nuestra Constitución ha 
elevado también a valor jurídico fundamental la dignidad de la 
persona que, sin perjuicio de los derechos que le son inherentes, 
se halla íntimamente vinculada con el libre desarrollo de la per-
sonalidad (art. 10), y los derechos a la integridad física y moral 
(art. 15), a la libertad de ideas y creencias (art. 16), al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen (art. 18.1). Del 
sentido de estos preceptos puede deducirse que la dignidad es un 
valor espiritual y moral inherente a la persona que se manifiesta 
singularmente en la autodeterminación consciente y responsable 
de la propia vida, y que lleva consigo la pretensión al respeto por 
parte de los demás" 3 7 . 
La precedente interpretación implica básicamente la adopción 
de dos tesis. En primer lugar, se sostiene que la dignidad de la 
persona es su valor espiritual y moral. Esto es algo que se des-
prende del uso normal de la palabra, especialmente en contextos 
filosóficos. Como es sabido, Kant oponía el precio de las cosas 
(valor de cambio) a la dignidad de las personas (valor inconmen-
surable y, por tanto, no intercambiable, ni reducible a la mera 
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condición de medio) 3 8 . En segundo lugar, se establece que la 
proyección jurídica de ese valor consiste en la autodeterminación 
consciente y responsable de la propia vida, es decir, en el libre 
desarrollo de la personalidad, que engendra un deber de respeto 
por parte de los demás. Este texto acabaría sugiriendo, pues, que 
la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad no son valores 
o principios diferentes enunciados por una misma disposición 
constitucional, sino dos maneras de referirse a un mismo valor. 
Nuevamente resuena el eco kantiano en el texto del Alto Tribu-
nal, si bien tal equiparación constituye una sugerencia que no se 
ha extendido mucho más allá de esta sentencia. 
El problema que plantea este esbozo de definición consiste 
principalmente en determinar cómo podría operar en la práctica el 
principio, si se lo concibe en esos términos. En efecto, hablar de 
autodeterminación como uno de los valores jurídicos fundamen-
tales supone hasta cierto punto una contradicción, puesto que el 
Derecho, tanto cuando prescribe positivamente la realización de 
determinadas conductas como cuando prohibe otras, lo que hace 
es precisamente limitar la autonomía de los destinatarios de las 
normas, no sólo de los órganos del propio sistema jurídico, sino 
también de los ciudadanos. Hablar de autodeterminación como 
valor jurídico exige entenderla siempre como un mínimo, y no 
como un ideal a cuya plena realización quepa aspirar, pues difí-
cilmente puede ser algo un "valor jurídico fundamental" si 
la vigencia misma del Derecho, de lo jurídico, sea cual sea su 
contenido, supone eo ipso una limitación para el desarrollo en 
plenitud de dicho valor. Por ello, el TC ha señalado, en otra 
importante sentencia por lo que a nuestro tema se refiere, que 
"[l]a regla del artículo 10.1 CE, proyectada sobre los derechos 
individuales, implica que la dignidad ha de permanecer inalterada 
38. Cfr. I. KANT, Grundlegung zur Metaphysik der Sitien, en Kants 
Schriften. Werke IV, edición de la Academia Prusiana de las Ciencias, Berlín, 
Reimer, 1911, pp. 434-435. 
DIGNIDAD DE LA PERSONA: UN ESTUDIO JURISPRUDENCIAL 153 
cualquiera que sea la situación en que la persona se encuentre, 
constituyendo en consecuencia un minimum invulnerable que 
todo estatuto jurídico debe asegurar, de modo que las limitaciones 
que se impongan en el disfrute de derechos individuales no con-
lleven un menosprecio para la estima que, en cuanto ser humano, 
merece la persona" 3 9 . 
Más aún, no está claro que las relaciones entre Derecho y 
autodeterminación se puedan siquiera pensar en términos de 
mínimos. No todas las autodeterminaciones, todas las formas 
posibles de ejercicio de la autonomía personal, poseen el mismo 
valor para el Derecho: unas están permitidas, pero otras no; y la 
línea divisoria no se puede trazar exclusivamente a partir de una 
derivación del principio de dignidad, sino que, como ha señalado 
Hoerster, el principio se aplica sobre un juicio previo relativo a la 
moralidad de las acciones; de donde se sigue, a juicio de este 
autor, que el principio de dignidad es un principio vacío, que no 
permite obtener conclusiones prácticas de ningún t ipo 4 0 . 
Como se ve, tanto lo afirmado por el TC como la propia índole 
del principio de dignidad, entendido a la manera kantiana, resul-
tan de una vaguedad tal que no se pueden extraer consecuencias 
39. STC 57/94, de 28 de febrero, fundamento jurídico 3, en BJC 155 
(1994), p. 227. "[Ajunque -prosigue diciendo el TC con cita de jurisprudencia 
anterior-, 'sólo en la medida en que tales derechos sean tutelables en amparo y 
únicamente con el fin de comprobar si se han respetado las exigencias que no 
en abstracto sino en el concreto ámbito de cada uno de ellos deriven de la 
dignidad de la persona, habrá de ser tomada en consideración por este Tribunal 
como referente' (STC 120/90, fundamento jurídico 4)". Adviértase cómo se 
reproduce aquí la tesis central del TC, ya expuesta, acerca de la necesidad de 
resolver siempre las invocaciones a la dignidad por referencia a algún derecho 
en particular. 
40. Cfr. N. HOERSTER, "Acerca del significado del principio de la dig-
nidad humana", en En defensa del positivismo jurídico, trad. Jorge M. Seña, 
Barcelona, Gedisa, 1992, pp. 91-103. Coincido con este autor en las escasas 
posibilidades de obtener reglas sustantivas a partir del principio de dignidad, 
aunque no en el resto de su afirmaciones. Incluso en este punto, existe una 
excepción, como se verá más adelante. 
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precisas por vía de argumentación. De las afirmaciones del TC no 
cabe inferir cómo es posible distinguir aquellas normas o restric-
ciones de derechos que respetan el minimum aludido, de aquellas 
otras que lo sobrepasan y, en consecuencia, lesionan la dignidad. 
En rigor, esa delimitación sólo sería posible por vía conceptual, a 
partir de una determinada construcción teórica; o bien recurriendo 
al caudal de la experiencia jurídica, de lo que la cultura jurídica 
de la comunidad asocia a conductas compatibles o incompatibles 
con la dignidad de la persona. 
La primera vía para dotar a la dignidad de contenidos con-
cretos que permitan establecer los perfiles del minimum invul-
nerable ha sido expresamente rechazada por el TC, quien ha 
establecido de forma absolutamente clara en la STC 150/91 la 
ilegitimidad de proceder en este sentido por parte de cualquier 
aplicador del Derecho -se dice esto en un fallo relativo a cues-
tiones de inconstitucionalidad planteadas por diferentes órganos 
jurisdiccionales. A juicio del Tribunal, no cabe poner en duda la 
constitucionalidad del art. 10.15 del antiguo Código penal, rela-
tivo a la reincidencia, amparándose para ello en los artículos 1.1 
(en conexión con 9.3 y 25.1) y 10.1 de la Constitución. La razón 
reside en que "las normas constitucionales relativas a la dignidad 
de la persona y al libre desarrollo de la personalidad consagradas 
en el art. 10.1 CE, así como los valores superiores recogidos en el 
art. 1.1 CE, si bien integran mandatos jurídicos objetivos y tienen 
un valor relevante en la normativa constitucional, no pretenden la 
consagración constitucional de ninguna construcción dogmática, 
sea jurídico-penal o de cualquier otro tipo. Por tanto, no cabe 
fundar la inconstitucionalidad de un precepto en su incompa-
tibilidad con doctrinas o construcciones presuntamente consa-
gradas por la Constitución. Tal inconstitucionalidad derivará, en 
su caso, de que el precepto en cuestión se oponga a mandatos o 
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principios contenidos en el texto constitucional, explícita o im-
plícitamente" 4 1. 
Ahora bien, si se siguiese fielmente esta postura se conver-
tirían en estériles los valores materiales reconocidos por la Cons-
titución española y por cualquier otra, puesto que ninguna suele 
incluir, a modo de anexo, nada que se asemeje a un diccionario 
filosófico-jurídico en el que queden definidos los conceptos que 
se contienen en el articulado, eximiendo así al intérprete de la 
tarea determinativa que, en caso contrario, se impone. Parece 
claro que esta autolimitación se debe al prejuicio de inspiración 
formalista-positivista, reiterado con frecuencia por el TC, en 
virtud del cual el Tribunal debe derivar sus decisiones única y 
exclusivamente del texto constitucional, sin introducir considera-
ciones de carácter dogmático-jurídico, moral o filosófico, como 
las que podrían derivarse de una investigación acerca del conte-
nido y alcance de los valores constitucionales en los casos 
concretos. 
Ahora bien, al adoptar ese criterio el Tribunal se sitúa en una 
posición que no puede mantener mucho tiempo, pues debe tomar 
decisiones sobre los más variados asuntos, y evidentemente la 
Constitución no dice todo lo que sus sentencias le hacen decir, lo 
cual resulta apreciable a simple vista si se repara en que el 
material básico de la interpretación constitucional se compone de 
conceptos y expresiones necesariamente amplios e indetermi-
nados 4 2 . Ello ofrece, además, un segundo inconveniente para el 
41. STC 150/91, de 4 de julio, fundamento jurídico 4, en BJC 123 (1991), 
p. 100. 
42. Al respecto, por ejemplo, K. HESSE, Escritos de Derecho consti-
tucional, trad. P. Cruz Villalón, Madrid, CEC, 1983, pp. 39-40. Sobre la 
naturaleza y estructura de las normas relativas a derechos fundamentales y sus 
consecuencias en la interpretación, cfr. R. ALEXY, Teoría de los derechos 
fundamentales, trad. E. Garzón Valdés, Madrid, Centro de estudios constitu-
cionales, 1993 (reimpr. 1997), capítulos tercero y décimo, especialmente pp. 
524-526; y, siempre a título de ejemplo, T. FREIXES SANJUÁN y J.C. RE-
156 PEDROSERNA 
Tribunal, puesto que lo coloca en situaciones difíciles cada vez 
que se debe resolver un hará, case "sin acudir nada más que al 
texto constitucional". Por ejemplo, en el caso de la huelga de 
hambre de los presos pertenecientes a la banda terrorista GRAPO, 
el Tribunal justificó la constitucionalidad de la alimentación 
forzosa explicando que, si bien la Constitución no consagra un 
derecho al suicidio, al menos como derecho subjetivo, no hay 
problema alguno en admitir que, si alguien lo desea, puede sui-
cidarse, mediante la huelga de hambre u otro procedimiento, 
puesto que tal conducta entra dentro de lo que puede considerarse 
un agere licere. Sin embargo, no puede hacerlo si se encuentra en 
una situación jurídica de especial sujeción a la Administración 
pública, como sería el caso de los reclusos 4 3. Semejante argumen-
tación, por lo demás sumamente ambigua, roza peligrosamente el 
ridículo, no tanto por su contenido cuanto porque se presenta a sí 
misma como una derivación realizada en exclusiva de la Cons-
titución 4 4. 
La segunda posible vía para dotar de contenido concreto de la 
dignidad de manera que se pueda identificar ese minimum invul-
nerable es la vía tópica, el recurso a la experiencia común en un 
determinado contexto cultural. Ahora bien, lleva consigo el pro-
blema de cómo justificar tal contenido a partir de un concepto tan 
poco arraigado en nuestra cultura jurídica. En la República Fede-
ral de Alemania, la misma experiencia que condujo a proclamar 
la inviolabilidad de la dignidad humana en el art. 1.1 de la 
Grundgesetz, convirtiéndola así en norma de apertura constitu-
cional, fue después la que sirvió para dotar de contenidos precisos 
al concepto de dignidad, haciendo de ella incluso un específico 
MOTTI CARBONELL, "Los valores y principios en la interpretación constitu-
cional", en Revista Española de Derecho Constitucional 35 (1992), pp. 97 ss. 
43. Cfr. STC 120/90, fundamento jurídico 7, en BJC 111 (1990), p.157. 
Un análisis crítico de esta sentencia y las conexas, en A. OLLERO, Derecho a 
la vida y derecho a la muerte, Madrid, Rialp, 1994, especialmente pp. 59-75. 
44. Ibid., fundamento jurídico 5, p. 156. 
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derecho fundamental 4 5 . Nuestro constituyente, a diferencia del 
germánico, no abre las disposiciones constitucionales con una 
referencia tan solemne a la dignidad del hombre, porque en la 
España de los 70 lo que interesaba resaltar era la democracia y el 
pluralismo político, que habían sido los grandes ausentes de la 
vida española durante casi medio siglo. Los alemanes, tras la 
experiencia de la II Guerra y el régimen nazi, concedían indu-
dablemente un valor simbólicamente menor a la democracia, 
sentían que era otro el gran valor a preservar, entre otras cosas 
porque unos procedimientos formalmente democráticos fueron 
los que, en su momento, auparon a Hitler al poder. Se trataba, 
pues, de consagrar el respeto a la persona humana, de establecer 
los límites de lo que debía resultar infranqueable incluso para un 
legislador elegido democráticamente. En el mismo horizonte 
axiológico se sitúa la garantía del contenido esencial de los dere-
chos fundamentales, sobre la cual no es posible detenernos ahora. 
En el fondo, en esto consiste la gran diferencia entre el juego real 
del principio de dignidad, que resulta perfectamente detectable en 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal de Ale-
mania 4 6 , y la escasa proyección que el mismo principio posee en 
la de España, a pesar de haber sido inspirado en la Constitución 
de aquel país, y a pesar de la manifiesta influencia que aquella 
jurisprudencia constitucional ejerce sobre la nuestra, particular-
mente en lo relativo a la tutela de los derechos fundamentales. 
Por todo lo anterior es comprensible que el TC haya preferido 
fundar sus decisiones en una tarea interpretativa llevada a cabo a 
partir de cada uno de los derechos fundamentales en juego, más 
que de la dignidad, acudiendo a diferentes y complementarios 
45. Cfr. sobre esto, y los problemas que plantea, el clásico trabajo de 
G. DÜRIG, "Der Grundrechtssatz von der Menschenwürde", en Archiv des 
öffentlichen Rechts 81 (1956), pp. 117 ss. Ver también W. MAIHOFER, "Die 
Würde des Menschen als Zweck des Staates", cit., p. 38. 
46. Más detalles en I. VON MÜNCH, art. cit., passim; y F. BARTOLOMEI, 
op. cit., pp. 93-105. 
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recursos en la determinación del contenido, alcance y límites de 
los mismos. 
5. L A DIGNIDAD COMO LÍMITE Y SUS PROYECCIONES SOBRE 
LOS DERECHOS 
Al rechazar expresamente la elaboración de un cuerpo doc-
trinal específico que comprenda, por una parte, qué debe enten-
derse por dignidad -un concepto constitucional de la dignidad de 
la persona humana- y, por otra, sus despliegues concretos, las 
pocas ocasiones en las que el TC acude a la dignidad, lo hace 
extrayendo conclusiones escasamente argumentadas y, por tanto, 
poco o nada justificadas racionalmente -con independencia de 
que se pueda o no compartir el contenido de las mismas. A 
continuación, procede dar cuenta de las sentencias en las que el 
Alto Tribunal conecta el principio de dignidad con reglas jurí-
dicas específicas o, lo que es equivalente, hace funcionar la 
dignidad como mínimum, de acuerdo a su propia doctrina. El 
examen que sigue mostrará también que, a pesar de resultar invo-
cada, las consecuencias que se obtienen de la dignidad podrían 
haberse extraído igualmente del derecho fundamental al que se la 
vincula, en la práctica totalidad de los casos. Al efecto de ordenar 
mejor la exposición se distinguirá entre aquellas sentencias donde 
la dignidad aparece vinculada a la idea de límite, y aquellas otras 
donde el TC afirma interpretar algún derecho concreto proyec-
tando sobre él el principio de dignidad 4 7. 
47. Se ha señalado que son sólo razones de comodidad expositiva las que 
conducen a organizar así la exposición, para no dar a entender que el problema 
de los límites de un derecho es diferente del de su contenido esencial. En la 
teoría jurídica de los derechos fundamentales que me parece más correcta, los 
límites de los mismos dimanan principalmente de su propio contenido, lo cual 
supone que no existen los llamados límites externos. Al respecto puede verse 
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5.1. La dignidad como límite 
Conectadas íntimamente con la idea del minimum invulnerable 
que se ha expuesto, se encuentran una serie de sentencias en las 
que el TC recurre a la dignidad de la persona como límite en un 
doble sentido; por una parte, límite del ejercicio de ciertos 
derechos de libertad y, por otra, límite de los límites, esto es, de 
las restricciones admisibles en el ejercicio de otros derechos. En 
concreto, en la STC 2/82 establece el TC que en la dignidad de 
los terceros afectados por una eventual violencia intimidatoria 
encuentran su límite los derechos de reunión y la libertad de 
pensamiento: "[N]i la libertad de pensamiento ni el derecho de 
reunión y manifestación comprenden la posibilidad de ejercer so-
bre terceros una violencia moral de alcance intimidatorio, porque 
ello es contrario a bienes constitucionalmente protegidos como la 
dignidad de la persona y su derecho a la integridad moral (arts. 10 
y 15 de la Consti tución)" 4 8 . Si bien se mira, el recurso a la 
dignidad aparece aquí como superfluo, toda vez que el límite 
establecido puede derivarse suficientemente del derecho a la inte-
gridad moral, de cuyo contenido esencial determinable cabe ex-
traer la inconstitucionalidad de la intimidación. A diferencia de 
ese derecho, la dignidad no está protegida por la garantía del 
contenido esencial, del cual pueda el TC extraer esa conse-
cuencia. 
En la STC 99/94, el Alto Tribunal sostuvo que la relación 
jurídica laboral lleva consigo lógicas limitaciones para la libertad 
individual del trabajador derivadas de su inserción en la estruc-
tura organizativa de la empresa; el trabajador no podrá, pues, 
invocar sus derechos fundamentales para eximirse de realizar 
tareas que aceptó prestar en virtud de su contrato laboral, "si la 
J. CIANCIARDO, El conflictivismo en derechos fundamentales, Pamplona, 
Eunsa, 1999 (en prensa), especialmente el capítulo 3. 
48. STC 2/82, fundamento jurídico 5. 
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restricción que se le impone no resulta agravada por lesionar 
valores elementales de la dignidad de la persona" 4 9 . Antes había 
establecido que "[e]l derecho a la propia imagen, consagrado en 
el art. 18.1 C E . junto con los derechos a la intimidad personal y 
familiar y al honor, contribuye a preservar la dignidad de la 
persona (art. 10.1 CE. ) , salvaguardando una esfera de propia 
reserva personal, frente a intromisiones ilegítimas provenientes 
de terceros" 5 0 . A partir de ahí, acaba concluyendo que la obli-
gación de aparecer en un anuncio publicitario impuesta por el 
empresario a un trabajador lesiona su derecho a la imagen, y no 
había sido objeto de pacto en su contrato de trabajo. Como se ve, 
el principio de dignidad no juega apenas papel alguno, puesto que 
el dato decisivo resulta ser la no exigibilidad de la conducta en 
virtud del contrato 5 1. 
Veamos un último caso. En su STC 89/87, el TC estableció 
que la restricción o privación temporal de las relaciones íntimas 
con personas en libertad, a la cual se ve sometida la población 
reclusa en virtud de lo requerido por la ordenada vida en prisión, 
no afecta a derecho fundamental alguno porque la actividad 
sexual no forma parte del contenido de un derecho fundamental, 
sino que constituye una "libertad a secas" (agere licere). Ahora 
bien, prosigue el TC, esas relaciones, "precisamente por exi-
gencias de lo dispuesto en el art. 18.1 C E . , [anteriormente ha 
venido refiriéndose al derecho a la intimidad] han de desarro-
49. Cfr. STC 99/94, fundamento jurídico 7. 
50. Ibid., fundamento jurídico 5. 
51. "No es éste el caso. No consta que el trabajador, oficial de 2 a 
deshuesador de jamones, tuviera asignada, explícita ni implícitamente, tarea 
alguna de exhibición de su habilidad en la promoción del producto, ni que 
éstas fueran componentes imprescindibles - o aun habituales- de las funciones 
que debía desarrollar". La cita en el fundamento jurídico 7. Un análisis com-
pleto de esta sentencia, en J. PARDO FALCÓN, "Los derechos fundamentales 
como límites de los poderes jurídicos del empresario. (Un comentario de las 
SSTC 99/94, de 1 de abril, y 6/95, de 10 de enero)", en Revista Española de 
Derecho Constitucional 49 (1997), pp. 299-309. 
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liarse, cuando son autorizadas, en condiciones que salvaguarden 
la dignidad de las personas implicadas" 5 2 . Nuevamente, la regla 
es tomada expressis verbis del derecho a la intimidad, y la alusión 
a la dignidad de la persona se muestra indiscernible, en cuanto a 
sus consecuencias, de la referencia a ese derecho inherente. 
5.2. Las proyecciones de la dignidad 
En algunas ocasiones, como ya se ha dicho, el TC ha llevado a 
cabo interpretaciones sobre el contenido de ciertos derechos 
fundamentales basándolas en una consideración de los mismos "a 
la luz de" la dignidad de la persona que les sirve de fundamento, 
esto es, "proyectando" el principio de dignidad de la persona 
sobre un determinado derecho, o teniéndolo "a la vista", en co-
nexión con algún derecho concreto. Como se anticipó, estos casos 
no son muy frecuentes. 
a) Sobre el derecho al honor 
Según el TC, "la emisión de apelativos formalmente injuriosos 
en cualquier contexto, innecesarios para la labor informativa o de 
formación de la opinión que se realice supone un daño injus-
tificado a la dignidad de las personas o al prestigio de las ins-
tituciones, teniendo en cuenta que la Constitución no reconoce un 
pretendido derecho al insulto, que sería por lo demás incompa-
tible con la dignidad de la persona que se proclama en el art. 10.1 
del Texto fundamental" 5 3 . A partir de ahí traza el Tribunal un 
ámbito de la expresión que queda fuera de lo protegido por el 
52. STC 89/87, fundamento jurídico 2. 
53. STC 105/90, fundamento jurídico 8, a la que se remiten textualmente 
la STC 170/94, fundamento jurídico 4; y la STC 78/95, fundamento jurídico 4. 
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derecho fundamental a la libertad de expresión. A pesar de lo 
anterior, no deja de resultar retórica la invocación de la dignidad, 
pues no se ve la diferencia entre derivar ese límite a la libertad de 
expresión del principio de dignidad, y hacerlo del derecho al 
honor; es decir, no se ve por qué no basta este último derecho 
fundamental para excluir el derecho a la injuria, y se requiere, en 
cambio, acudir a aquélla. Es más, en el texto transcrito se dice 
que el supuesto derecho al insulto sería "por lo demás" contrario 
a la dignidad de la persona, lo cual pone de manifiesto el valor 
secundario que el propio TC concede a la invocación del prin-
cipio de dignidad en este caso. 
En la STC 214/91, que contiene otra proyección del principio 
de dignidad sobre el derecho al honor, puede verse de nuevo con 
claridad lo que acaba de apuntarse. En ella se acaba estableciendo 
que las manifestaciones de contenido racista o xenófobo son 
contrarias al derecho al honor, así como a la discriminación por 
razones de raza u origen y al valor constitucional de la igualdad, 
no encontrándose en consecuencia protegidas por el derecho a la 
libre expresión. Otra vez, la invocación de la dignidad deviene 
casi meramente retórica 5 4. 
b) Sobre el derecho a la intimidad 
El TC ha establecido que el principio de dignidad de la 
persona, proyectado sobre el derecho fundamental a la intimidad, 
que le es inherente, permite concluir que "no cabe duda que la 
filiación, y muy en particular la identificación del origen del 
adoptado, ha de entenderse que forma parte de ese ámbito propio 
y reservado de lo íntimo, que además en este caso sirve también 
para lograr el objetivo constitucional establecido en el art. 39.2 
54. STC 214/91, fundamento jurídico 8. 
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C E " 5 5 . Nuevamente, no se encuentran en la sentencia más argu-
mentaciones que permitan ver cómo semejante conclusión no 
deriva solamente del derecho a la intimidad, y por qué se precisa 
acudir al principio de dignidad para obtenerla. 
c) Sobre el denominado "mínimo vital" 
Según el TC, "[l]os valores constitucionales, que conceden 
legitimidad al límite que la inembargabilidad impone al derecho 
del acreedor a que se cumpla la sentencia firme que le reconoce el 
crédito, se encuentran en el respeto a la dignidad humana, confi-
gurado como el primero de los fundamentos del orden político y 
de la paz social en el art. 10.1 de la Constitución al cual repugna 
[...] que la efectividad de los derechos patrimoniales se lleve al 
extremo de sacrificar el mínimo vital del deudor" 5 6 . Estamos aquí 
ante una derivación o proyección realizada casi exclusivamente a 
partir del principio de dignidad, esto es, ante una de las excep-
ciones a lo que acontece generalmente. El TC extrajo el argu-
mento -destinado a repetirse posteriormente- de las alegaciones 
del Abogado del Estado que intervino en el proceso. En ellas se 
derivaba la inembargabilidad de la dignidad y del valor justicia 
(art. 1.1. CE) "intuitivamente" 5 7, esto es, sin argumentación. Pero 
el TC, tal vez consciente de ello, y de la arbitrariedad que com-
porta semejante intuicionismo, así como de la imposibilidad de 
obtener conclusión alguna por vía conceptual -puesto que ha 
rehusado adoptar concepto o construcción teórica alguna sobre la 
dignidad-, acaba proponiendo asideros menos intuitivos para la 
inembargabilidad, como los principios de protección de la 
55. STC 197/91, fundamento jurídico 3. 
56. STC 113/89, fundamento jurídico 3, reproducido de forma casi literal 
en STC 158/93, fundamento jurídico 3 b). 
57. Cfr. STC 113/89, antecedente 4, en el que se resumen los argumentos 
del Abogado del Estado. 
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familia, protección de la salud, o el derecho a disfrutar de una 
vivienda digna y adecuada, consagrados en los arts. 39.1, 43 y 47 
CE, respect ivamente 5 8 . Las razones de la incomodidad que 
produce a nuestro Alto Tribunal basar una argumentación 
exclusivamente en la dignidad de la persona aparecen, pues, más 
que evidentes en este lugar. 
d) Sobre la igualdad entre españoles y extranjeros 
El TC ha sostenido que los extranjeros gozan de algunos de los 
derechos reconocidos en el Título I de la Constitución en virtud 
de la misma Carta magna, y no de la legislación que los configure 
ulteriormente, aunque la legislación y los tratados determinan, ex 
art. 13 CE, los términos en que se desarrolla el ejercicio de tales 
derechos por parte de los extranjeros. Ahora bien, la aludida 
configuración legal puede y debe prescindir de la distinción entre 
españoles y extranjeros en aquellos derechos que son imprescin-
dibles para la garantía de la dignidad humana 5 9 . A pesar de lo 
anterior, en la importante sentencia que declaró la inconsti-
tucionalidad parcial de la Ley 7/1985, sobre derechos y libertades 
de los extranjeros en España, llama la atención que ni en el 
recurso presentado por el Defensor del Pueblo ni en la sentencia 
se hace referencia a esa dignidad que funda, a juicio del TC, la 
igualdad entre españoles y extranjeros en lo relativo al ejercicio 
de los derechos fundamentales. Tan sólo en un momento se 
58. Cfr. STC 113/89, fundamento jurídico 3, y STC 158/93, fundamento 
jurídico 3 b). 
59. Cfr. las ya citadas STC 107/84, fundamento jurídico 3; y STC 99/85, 
fundamento jurídico 2. Aunque no es posible entrar ahora en ello, porque 
excede el propósito del presente estudio, resultan interesantes las discrepancias 
al respecto de esta doctrina formuladas por los Magistrados Rubio Llórente, 
Tomás y Valiente y García-Mon, en su voto particular conjunto a la STC 
115/87. 
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refiere obiter el TC a que el derecho a la libertad que reconoce el 
art. 17 CE es un derecho "inherente a la persona humana" 6 0 . En 
rigor, no parece que el TC obtenga nada a partir del principio de 
dignidad en toda esta jurisprudencia relativa a extranjería. Más 
bien lo emplea únicamente para distinguir entre derechos del 
hombre y derechos del ciudadano -distinción que no se encuentra 
explícitamente en la CE- , y establecer a partir de ahí que los 
primeros corresponderían por igual a los nacionales y a los 
extranjeros 6 1. Eso apunta a la igual condición humana de ambos, 
a una naturaleza común, pero no a la idea de dignidad, que funda 
por igual, si hemos de creer al TC, a los derechos del hombre y a 
los del ciudadano, esto es, los pilares básicos en que consiste el 
orden político-jurídico a que alude el art. 10.1 CE 6 2 . 
5.3. Recapitulación 
Como se ha comprobado, los casos en los que el TC afirma 
proyectar el principio de dignidad sobre algún derecho concreto, 
y aquellos en que la señala como límite de derechos o regu-
laciones, presentan una común ausencia de argumentación que 
impide ver cómo derivan de él las concretas consecuencias que se 
le atribuyen. A ello se une que las conclusiones que preten-
didamente se infieren de él pueden igualmente considerarse mani-
60. Cfr. STC 115/87, fundamento jurídico 1. 
61. Un desarrollo completo de esta cuestión, en P. CRUZ VILLALÓN, 
"Dos cuestiones de titularidad de derechos: los extranjeros; las personas jurí-
dicas", cit., pp. 63-73. 
62. En efecto, los conceptos de naturaleza humana y dignidad humana son 
formalmente diferentes, aunque se discute si la dignidad ha de atribuirse a la 
naturaleza humana o propiamente a la persona. El tema excede nuevamente el 
propósito de este trabajo. Al respecto, puede verse, entre otra bibliografía, J. 
HERVADA, "Los derechos inherentes a la dignidad de la persona humana", en 
Humana lura 1 (1991), pp. 345-379; y A.M. GONZÁLEZ, Naturaleza y 
dignidad, Pamplona, Eunsa, 1996, passim. 
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festaciones del derecho sobre el que se proyecta el principio de 
dignidad, despliegues de su contenido esencial, según se ha 
tratado de mostrar. Por ello, puede concluirse que la invocación 
de la dignidad en estas "proyecciones" no reviste un carácter muy 
distinto del que posee en aquellas otras sentencias en que aparece 
mencionada sólo de pasada. El valor esencialmente retórico sigue 
siendo el denominador común. 
6. L A DIGNIDAD EN LAS SENTENCIAS SOBRE BIODERECHO 
Las sentencias relativas a Bioética o Bioderecho merecen un 
tratamiento aparte, puesto que en ellas el principio de dignidad 
debería jugar un papel particularmente destacado 6 3 . En nuestra 
opinión, tanto si se entiende el principio de dignidad como una 
exigencia de respeto a la naturaleza del hombre (concepción 
metafísica), como si se lo concibe en términos kantianos, como 
exigencia de no-instrumentalización del sujeto de quien se pre-
dica la dignidad, resulta obligado reconocerle este papel central 
en el contexto de los problemas bioéticos y biojurídicos. Aunque 
no es posible detenenos ahora en esta cuestión, no sería difícil 
mostrar cómo los principios comúnmente aceptados como cen-
trales de la Bioética, se justifican acudiendo precisamente a uno 
de estos dos conceptos de la dignidad 6 4. 
63. Sobre el papel de la dignidad en la fundamentación biojurídica, cfr. R. 
ANDORNO, La bioéthique et la dignité de la personne, París, PUF, 1997. Se 
cita por la versión española, del propio autor, Bioética y dignidad de la per-
sona, Madrid, Tecnos, 1998, pp. 45-51 y passim. Cfr. también G. DALLA 
TORRE, "Bioética e ordinamento giuridico italiano", en Bioética e Diritto. 
Saggi, Torino, Giappichelli, 1993, especialmente pp. 38-48. 
64. La Bioética de inspiración clásica reconoce como primer principio el 
del respeto a la vida, del cual suelen mencionarse tres derivaciones: el prin-
cipio de totalidad, o terapéutico; el de socialidad y subsidiariedad; y el de 
libertad y responsabilidad. Sobre las relaciones de los citados principios y la 
dignidad cfr. R. ANDORNO, op. cit., pp. 35 ss. Ver también CI. MASSINI, "De 
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Las sentencias más importantes sobre este conjunto de pro-
blemas son todas ellas muy conocidas, pues destacan en el 
conjunto de la jurisprudencia del TC. Se trata de la STC 53/85, de 
11 de abril, sobre el recurso previo de inconstitucionalidad 
presentado por 54 Diputados de las Cortes Generales contra el 
Proyecto de Ley orgánica de reforma del art. 417 bis del antiguo 
Código penal, de despenalización parcial del delito de aborto; las 
STC 120/90 y STC 137/90, de 27 de junio y 19 de julio res-
pectivamente, recaídas sobre sendos recursos de amparo que 
solicitaban la declaración de inconstitucionalidad de las medidas 
de alimentación forzosa a presos del PCE (r) y GRAPO, en 
huelga de hambre; la STC 215/94, de 14 de julio, recaída sobre la 
cuestión de inconstitucionalidad 1415/92, relativa al art. 6 de la 
Ley orgánica 3/1989, de actualización del Código penal, que 
autoriza la esterilización de los incapaces que adolezcan de grave 
deficiencia psíquica; la STC 212/96, de 16 de diciembre, recaída 
sobre el recurso de inconstitucionalidad presentado por 68 
Diputados de las Cortes Generales, contra la Ley 42/88, de 
donación y utilización de embriones y fetos humanos o de sus 
células, tejidos y órganos; y la muy reciente STC 116/99, de 17 
de junio, recaída sobre el recurso de inconstitucionalidad promo-
vido por 63 Diputados de las Cortes Generales contra la Ley 
35/1988, sobre técnicas de reproducción asistida. Todas ellas, 
excepto la 120/90 y la 137/90, resuelven recursos o cuestiones de 
inconstitucionalidad, e incluso estas dos, aunque toman su origen 
los principios éticos a los bioéticos. Algunas precisiones preliminares", en este 
mismo volumen. Por su parte, la Bioética anglosajona prefiere emplear otra 
nomenclatura para designar principios que sólo en parte coinciden con los 
enunciados: principio de no-maleficencia (junto al cual se enuncia a veces 
el de beneficencia); principio de justicia, y principio de autonomía. Cfr. T. 
BEAUCHAMP Y J. CHILDRESS, Principies of Biomedical Ethics, 4 a ed., Nueva 
York, Oxford University Press. Existe trad. cast. a cargo de D. Gracia y F.J. 
Júdez, Principios de Ética biomédica, Barcelona, Masson, 1999. Acerca de las 
relaciones entre estos principios y la dignidad pueden encontrarse sugerencias, 
no siempres explícitas, en pp. 118, 255-257 y 311-326 de la traducción. 
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en un recurso de amparo, son resueltas por el Pleno, en virtud del 
art. lO.k) LOTC, esto es, de la facultad del Pleno para recabar 
para sí cualquiera de los asuntos que sean de la competencia del 
Tribunal. Si se exceptúan estas dos, pues, no rige la limitación 
que el art. 41.1 LOTC impone para los recursos de amparo, 
excluyendo la posibilidad de invocar en ellos la violación del 
principio del art. 10.1 CE. Como se verá, el TC no hace aquí un 
uso mucho más amplio del principio de dignidad que en el resto 
de su jurisprudencia. 
6.1. La dignidad de la persona en la STC 53/85 
La conocida sentencia sobre la constitucionalidad de la inte-
rrupción voluntaria del embarazo es tal vez la más importante de 
cuantas guardan relación con el tema del presente estudio, pues 
establece las bases de lo que ha sido el núcleo de la postura del 
TC sobre el principio de dignidad. Ya se ha dado cuenta de lo 
más relevante de su contenido respecto de nuestro tema: la 
concepción de la dignidad como valor jurídico fundamental; su 
consideración como "valor espiritual y moral inherente a la per-
sona que se manifiesta singularmente en la autodeterminación 
consciente y responsable de la propia vida, y que lleva consigo la 
pretensión al respeto por parte de los demás", esto es, la vincu-
lación entre dignidad y autonomía, o entre dignidad y libre 
desarrollo de la personalidad; y su especial vinculación con el 
derecho a la vida, primero de los derechos inviolables que le son 
inherentes, como lo prueba el dato de su localización "a la cabeza 
del capítulo donde se concretan estos derechos, lo que muestra 
que dentro del sistema constitucional son considerados como el 
punto de arranque, como el prius lógico y ontológico para la 
existencia y especificación de los demás derechos". 
A partir de lo anterior, el TC establece que, dada la doble 
condición, subjetiva e institucional o estructural, de los derechos 
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fundamentales, la vida del no nacido constituye un bien jurídico 
constitucionalmente protegido, pero no el objeto de un derecho 
fundamental, puesto que, de acuerdo con lo establecido por el art. 
29 del Código civil, el nasciturus no tiene personalidad, y no 
puede, en consecuencia, ser sujeto de derechos. Frente a él, sí los 
tiene la madre, y por ello el eventual conflicto entre los derechos 
de ésta y los intereses del nasciturus se va a resolver en términos 
favorables para aquélla, dada esa posición de titular de derechos 
fundamentales, en abierto contraste con la privación de subje-
tividad jurídica a que se ve expuesto el no-nacido 6 5. 
¿Qué papel juega realmente la dignidad en toda esta argu-
mentación? Ninguno, a pesar de que, ciertamente, la condición de 
fundamento del orden político y de la paz social que la CE le 
atribuye la coloca en la base de todo el orden jurídico, como 
reconoce el TC, y muestra que se trata de un prius respecto de 
éste, es decir, de algo cuya determinación convencional depende 
necesariamente de unos límites que la propia realidad impone. 
Tomar esto en cuenta exigía plantear si el concepto constitucional 
de persona puede tomarse o no de la regla del art. 29 Ce, de modo 
similar a como el TC ha hecho con otros conceptos del Derecho 
civil, cuya idoneidad para ser aplicados en el Derecho consti-
tucional ha rechazado expresamente 6 6. Nada de esto ha sucedido, 
ni en ésta ni en sentencias posteriores, habiéndose producido una 
65. Podría pensarse -aunque no es el tema de este trabajo- que esta 
posición es reflejo de la paralela posición de poder y relevancia política que 
ostenta la mujer frente a la nula capacidad de defensa e influencia que posee el 
nasciturus. No se trata, pues, de un discurso donde todos los intereses y puntos 
de vista se defiendan en un diálogo libre de interferencias de poder; este 
reconocimiento de personalidad y determinación de derechos se sitúa muy 
lejos de una comunidad ideal de comunicación, de una comunicación libre de 
dominio. 
66. Por ejemplo, el concepto de domicilio. Sobre ello me he ocupado en 
P. SERNA, "Derechos fundamentales: el mito de los conflictos. Reflexiones 
teóricas a partir de un supuesto jurisprudencial sobre intimidad e información", 
en Humana iura 4, Pamplona (1994), pp. 197-234, especialmente pp. 226-228. 
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consecuencia ciertamente peculiar, a saber, que la atribución de 
dignidad a unos y su denegación a otros ha venido a depender de 
una regla jurídica cuyos orígenes guardan relación, como es 
sabido, con cuestiones de Derecho sucesorio. Ante ello no cabe 
evitar el preguntarse si está correctamente protegida una dignidad 
personal que se atribuye a quienes se consideran sus sujetos en 
virtud de una regla puramente convencional, incurriendo en una 
suerte de nominalismo jurídico que resulta poco compatible con 
esa dignidad, precisamente por su carácter de prius ligado indi-
solublemente a su condición de fundamento 6 7 . En efecto, el TC 
reconoce en la STC 53/85 que la vida humana es un continuum 
que no cabe seccionar en compartimentos estancos, lo cual le 
sirve para deducir que la vida no nacida está protegida por el art. 
15 CE; sin embargo, ello no parece tener repercusión alguna a la 
hora de cuestionar si el legislador ordinario puede configurar la 
personalidad, estableciendo consecuencias no sólo jurídico-
privadas, sino también en el plano iusfundamental, hasta el punto 
de trazar la frontera de la humanidad mediante una regla rígida 
que la vincula al nacimiento, y a la vida independiente fuera del 
claustro materno durante exactamente 24 horas. Es un exceso 
pretender que semejante determinación no afecta en absoluto al 
principio básico de dignidad del ser humano. Afirmar que 24 
horas después de nacer el individuo humano adquiere la titu-
laridad sobre sus derechos fundamentales con efectos retroactivos 
al momento del nacimiento, de suerte que antes de ese momento 
no posee dignidad, pero sí a partir de él, no parece casar mucho 
con un principio que impone el respeto al individuo, que trata de 
ponerlo a resguardo de las manipulaciones de terceros, entre los 
cuales también se encuentra el legislador, y aun la comunidad 
misma. En este sentido, considerarse legitimado para determinar 
convencionalmente que desde un momento se posee dignidad, y 
67. Sobre este punto, cfr. R. STITH, "Deconstructing Roe v. Wade's Birth 
Wall: Opportunities and Dangers", en este mismo volumen. 
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antes no, constituye en sí mismo un atentado contra la dignidad 6 8. 
Se volverá sobre este punto más adelante, cuando se exponga el 
razonamiento del TC en las SSTC 212/96 yl 16/99. 
En la STC 53/85, el único papel reservado finalmente a la 
dignidad es el recurso a ella para justificar que se ponga fin a la 
vida del no-nacido en los casos en que el embarazo sea fruto de 
una violación: "En cuanto a la indicación prevista en el número 2 
-que el embarazo sea consecuencia de un delito de violación y 
siempre que el aborto se practique dentro de las doce primeras 
semanas- basta considerar que la gestación ha tenido su origen en 
la comisión de un acto no sólo contrario a la voluntad de la mujer, 
sino realizado venciendo su resistencia por la violencia, lesio-
nando en grado máximo su dignidad personal y libre desarrollo 
de su personalidad, y vulnerando gravemente el derecho de la 
mujer a su integridad física y moral, al honor, a la propia imagen 
y a la intimidad personal. Obligarla a soportar las consecuencias 
de un acto de tal naturaleza es manifiestamente inexigible; la 
dignidad de la mujer excluye que pueda considerársela como 
mero instrumento, y el consentimiento necesario para asumir 
cualquier compromiso y obligación cobra especial relieve en este 
caso ante un hecho de tanta trascendencia como el de dar vida a 
un nuevo ser, vida que afectará profundamente a la suya en todos 
los sentidos" 6 9 . 
La argumentación, ciertamente algo más extensa aquí que en 
los otros casos anteriormente citados, pone de relieve algunos 
extremos, entre otros su propia debilidad. Se procurará justificar 
68. Cfr., más detalladamente, P. SERNA, "El derecho a la vida en el 
horizonte cultural europeo de fin de siglo", cit., pp. 42-46, y la bibliografía allí 
citada. 
69. STC 53/85, fundamento jurídico 11 b), en BJC 49 (1985), pp. 534-535. 
Sobre este peculiar empleo de la noción de dignidad, cfr. los acertados co-
mentarios de J. CALVO-ÁLVAREZ, Aborto y Derecho. Consideraciones crí-
ticas en torno a la doctrina del Tribunal Constitucional, Pamplona, Servicio 
de Publicaciones de la Universidad de Navarra, 1996, pp. 85-89. 
172 PEDROSERNA 
ahora esta afirmación en cuanto guarda relación con el principio 
de dignidad, prescindiendo de los restantes derechos y bienes 
constitucionales en juego. En primer lugar, si la dignidad es un 
mínimum invulnerable, y el embarazo consecuencia de la viola-
ción resulta incompatible con ella, el límite de las 12 semanas no 
parece justificado en absoluto. Aquí la coherencia debería haber 
llevado al TC a admitir el aborto en cualquier momento, por la 
condición de mínimum invulnerable de la dignidad; salvo que el 
TC no esté tan seguro de que realmente el embarazo lesiona esa 
dignidad -y no simplemente el acto de la violación-, o no esté tan 
seguro de que el nasciturus no merece también un trato digno. 
En segundo lugar, el TC hace suya la concepción de la digni-
dad personal procedente de la tradición kantiana, que la identifica 
con la no instrumentalización y, de manera más específica, con la 
autodeterminación. A partir de ahí, argumenta diciendo que la 
mujer se ve lesionada porque no ha prestado el "consentimiento 
necesario para asumir cualquier compromiso y obligación". 
Obviamente, en un contexto jurídico-público, plagado de obliga-
ciones que no nacen del consentimiento de los obligados, el 
argumento aparece particularmente pobre e insuficiente, como se 
ha señalado supra. 
En tercer lugar, no se hace justicia a la actitud de aparente 
neutralidad teórica que el TC trata de exhibir en relación con 
nuestro tema. En rigor, es imposible obtener conclusión alguna 
del principio de dignidad sin adoptar una concreta concepción 
acerca de la misma, conscientemente o no. En este caso, la con-
cepción de la dignidad adoptada de modo tácito, pero bien pa-
tente, es la procedente de la tradición kantiana 7 0. 
70. Cfr. I. KANT, Grundlegung zur Metaphysik der Sitten, dt, pp. 435-
436. 
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6.2. La dignidad de la persona en las SSTC120/90 y 137/90 
En las conocidas sentencias relativas a la alimentación forzosa 
de los presos en huelga de hambre, además de las tesis de carácter 
más general que ya se han ido señalando, el TC sostiene casi de 
pasada -porque la argumentación se conduce casi todo el tiempo 
tomando como patrón de enjuiciamiento no la dignidad, sino el 
derecho fundamental a la integridad física y moral, y a no ser 
torturados ni sometidos a penas o tratos inhumanos o degra-
dantes- que "[e]n esta actuación médica, ajustada a la lex artis, 
no es objetivamente reconocible indicio alguno de vejación e 
indignidad" 7 1; entre otras razones porque se excluye la alimenta-
ción por vía oral, "la única cuyo empleo podría ser entendido 
como una humillación para quien hubiera de sufrirla" 7 2 . Ante-
riomente había sostenido, en otra sentencia, que la prueba gine-
cológica ordenada por el juez que instruye una causa por delito de 
aborto no puede eludirse alegando el derecho a la intimidad, pero 
sí debe practicarse en una forma que garantice el mínimo de 
respeto a la dignidad personal del sujeto pasivo 7 3 . En ambos ca-
sos parece tratarse de intuiciones que quedan adscritas al prin-
cipio de dignidad por decisión del TC, aunque sin mayor jus-
tificación argumental. 
6.3. La dignidad de la persona en la STC 215/94 
La concepción de la dignidad como autodeterminación cons-
ciente de la propia vida, y como no aceptabilidad de compro-
misos y obligaciones no consentidas, que el TC adoptó en la STC 
53/85 según se ha visto, se puso a prueba cuando el Alto Tribunal 
71. STC 137/90, fundamento jurídico 7. 
72. STC 120/90, fundamento jurídico 9. 
73. Cfr. STC 37/88, de 15 de febrero, fundamento jurídico 8, en BJC 95 
(1989), p. 463. 
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hubo de decidir sobre la licitud constitucional de la esterilización 
de personas incapaces por grave deficiencia psíquica, prevista por 
el art. 428 del antiguo Código penal. 
En este caso, el TC comenzó estableciendo que los deficientes 
gozan de los mismos derechos que los demás ciudadanos 7 4 . El 
problema, a juicio del TC, no consistía en determinar si la este-
rilización afecta o no a la integridad física, puesto que es obvio 
que la afecta, pero también lo es, a su juicio, que este derecho es 
disponible, como lo muestran la licitud de la esterilización volun-
taria, de la donación y transplante de órganos, y de la cirugía 
transexual 7 5. 
Para el Tribunal, la cuestión a debatir es si cabe la sustitución 
del consentimiento del incapaz en orden a decidir su esterili-
zación: "[e]l núcleo de la cuestión planteada está, pues, referido a 
la posibilidad o imposibilidad de arbitrar una fórmula que, sin 
vulnerar el art. 15 de la Constitución, permita suplir o sustituir el 
consentimiento consciente de las personas capaces por una 
autorización judicial [...] Es, por tanto, el régimen de autorización 
previsto en el precepto cuestionado [...] lo que, principalmente, 
acota el problema planteado en el auto [del juez a quo] y que 
hemos de resolver en esta cuestión de inconstitucionalidad" 7 6. 
Según el TC, la cuestión de fondo consiste en "precisar si el 
derecho a la autodeterminación que a las personas capaces reco-
noce el párrafo segundo del art. 428 del CP, es susceptible de ser 
otorgado también a solicitud de sus representantes legales y en 
los términos que establece el inciso cuestionado, a las personas 
74. Cfr. STC 215/94, fundamento jurídico 1. 
75. Cfr. STC 215/94, fundamento jurídico 2. Una crítica contundente de 
este punto de vista, en A.L. MARTÍNEZ-PUJALTE, "Esterilización de defi-
cientes mentales y derecho a la integridad física", en Humana iura 4 (1994), 
pp. 297-305. 
76. STC 215/94, fundamento jurídico 1, infine. 
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77. STC 215/94, fundamento jurídico 2. 
78. Cfr. STC 215/94, fundamento jurídico 3. 
79. Cfr. STC 215/94, fundamento jurídico 4 a). 
incapaces que, a causa de una grave deficiencia psíquica, no 
pueden prestar un consentimiento válido" 7 7 . 
A partir de ahí, el razonamiento del TC se estructura del 
siguiente modo. Por una parte, evalúa si las garantías que rodean 
la esterilización son suficientes; por otra, analiza si la sustitución 
del consentimiento se encuentra justificada; y, en tercer lugar, si 
se satisface el juicio de proporcionalidad. En cuanto a las garan-
tías -aspecto de interés menor para el presente trabajo- el TC 
considera suficientes las establecidas en el mencionado art. 428 
C P 7 8 . 
Por lo que se refiere a la justificación, el TC la encuentra en un 
triple fundamento 7 9. En primer lugar, la sustitución del consenti-
miento - y la consiguiente esterilización- "le permite [al defi-
ciente] no estar sometido a una vigilancia constante que podría 
resultar contraria a su dignidad (art. 10.1 CE) y a su integridad 
moral (art. 15.1 CE)". En segundo lugar, con ello se hace posible 
"el ejercicio de su sexualidad, si es que intrínsecamente lo per-
mite su padecimiento psíquico, pero sin el riesgo de una posible 
procreación cuyas consecuencias no puede prever ni asumir 
conscientemente en razón de su enfermedad psíquica y que, por 
esa misma causa, no podría disfrutar de las satisfacciones y 
derechos que la paternidad y maternidad comportan, ni cumplir 
por sí mismo los deberes (art. 39.3 CE) inherentes a tales situa-
ciones". En tercer lugar, "en la mujer deficiente mental está aún 
más justificada para evitar unas consecuencias que, incom-
prensibles para ella, puedan dañar más aún su estado psíquico por 
las consecuencias físicas que produce el embarazo". 
En cuanto al examen de proporcionalidad, en este caso con-
siste -en opinión del T C - en comprobar que "la intervención 
corporal prevista sea necesaria para conseguir el fin legítimo que 
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la inspira y que no entrañe otras consecuencias para las personas 
afectadas que la privación a ser posible reversible [...] de sus 
potencialidades genésicas". Según el TC, "es claro que entre la 
finalidad perseguida por el legislador y el medio previsto para 
conseguirla, hay esa necesaria proporcionalidad porque el resul-
tado, ciertamente gravoso para el incapaz, no resulta desmedido 
para alcanzar en condiciones de seguridad y certeza la finalidad 
que se persigue. [...] [E]n razón de la mayor seguridad del 
resultado, la medida cuestionada no es desproporcionada con la 
finalidad a la que responde" 8 0 . 
El juicio de proporcionalidad se completa con el examen de 
otras posibles medidas menos drásticas o gravosas para el inca-
paz. Entre estas se cita el recurso al aborto, la vigilancia normal 
del incapaz por parte de sus representantes y otras posibles me-
didas anticonceptivas. Sobre el recurso al aborto, el TC lo consi-
dera una medida "más traumática, especialmente para quien, en 
razón de su padecimiento mental, carece del nivel de com-
prensión en tal caso preciso". Además, recuerda el TC que no 
puede considerarse violación cualquier acceso carnal con una 
deficiente mental grave, sino sólo aquél que se produzca abu-
sando de su deficiencia, de modo que la interrupción del emba-
razo consecuencia de una violación que serviría para excluir la 
tipicidad no siempre podría invocarse 8 1 . Sobre vigilancia normal 
del incapaz opina el TC que "es éste un argumento del juez a quo 
que, en definitiva, y sobre la premisa de que la sexualidad no 
integra el contenido de ningún derecho, conduce a justificar su 
represión absoluta. Pero semejante represión puede llegar a 
oponerse a los principios constitucionales de dignidad de la 
persona y del libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 CE), 
cuando no, en la eventualidad de que exista intimidación, al de-
80. STC 215/94, fundamento jurídico 4 b). 
81. STC 215/94, fundamento jurídico 5 B). 
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recho fundamental a la integridad moral (art. 15 CE)" 8 2 . Final-
mente, otras medidas anticonceptivas posibles "no ofrecerían la 
misma seguridad y certeza a que ya nos hemos referido, que la 
esterilización. [...] [A]demás, su adopción o aplicación requeriría, 
en todo caso, un control constante y continuado por parte de los 
guardadores del enfermo, no siempre posible y por tanto alea-
torio, a no ser que la intervención de aquellos en la vida del 
incapaz sea tan intensa y rigorista que reconducirían estos sis-
temas a la vigilancia del enfermo de la que ya nos hemos 
ocupado" 8 3 . 
La doctrina contenida en la sentencia que acaba de exponerse 
supone una quiebra importante en la coherencia del TC respecto 
de su precedente aplicación del principio de dignidad, que 
permitirá obtener algunas conclusiones de interés para una mejor 
comprensión del mismo. 
En primer lugar, llama la atención que el TC aborde direc-
tamente el tema de las garantías y la justificación, sin plantearse 
en ningún momento si la sustitución del consentimiento del 
incapaz constituye o no una infracción del principio de dignidad 
de la persona, a pesar de que el auto de planteamiento alude a la 
cuestión, según se refiere en el relato de antecedentes contenido 
en la sentencia. A nuestro parecer, resulta obvio que afectar la 
integridad física de una persona sin su consentimiento no puede 
considerarse una intervención desvinculada o ajena al respeto 
debido a su dignidad personal. Ahora bien, si el TC se hubiese 
planteado así la cuestión, habría tenido que reconocer que la 
infracción existe, de acuerdo con su propia doctrina; o se habría 
visto obligado a modificar radicalmente esa doctrina, establecida 
en las STC 53/85 y 120/90, en las que la dignidad se hace 
consistir sobre todo en la "autodeterminación consciente y 
responsable de la propia vida", de manera que, si falta el "con-
82. Ibidem. 
83. STC 215/94, fundamento jurídico 5 C). 
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sentimiento necesario para asumir cualquier compromiso y obli-
gación", la dignidad personal debe entenderse lesionada. Contra 
esta conclusión puede argumentarse que el deficiente por graves 
causas psíquicas no está en condiciones de autodeterminarse 
libremente. Pero eso lo único que hace es poner sobre el tapete 
los defectos de la concepción kantiana de la dignidad, que 
compromete seriamente la extensión universal de la misma a 
quienes no son personas morales, esto es, a quienes no pueden 
autodeterminarse (no nacidos, deficientes psíquicos, niños, enfer-
mos en estado de coma, etc.), de suerte que la dignidad de estas 
clases de seres humanos queda puesta en entredicho o, al menos, 
gravemente afectada en su justificación racional 8 4 . 
Si, por el contrario, lo que se desea es reconocer idéntica dig-
nidad y derechos a los deficientes -como de hecho comienza 
asentando el TC en la sentencia- resulta de lo anterior que no 
sirve para ello cualquier concepto de dignidad, y desde luego, no 
el establecido en la STC 53/85. Es por ello que el TC ha preferido 
obviar toda referencia al principio aquí estudiado para dilucidar 
esta cuestión. 
En segundo lugar, no menos sorprendente y contradictoria 
resulta la invocación de la dignidad como la primera de las ra-
zones que justifican la sustitución del consentimiento, basándose 
en que sería contraria a ella y a la integridad moral una vigilancia 
constante. Obviamente, no es el hecho mismo de la vigilancia lo 
que puede considerarse lesivo de la dignidad; por ejemplo, no lo 
es la vigilancia que se ejerce sobre enfermos en coma o sobre 
niños recién nacidos o de muy corta edad. Lo que la convierte en 
una posible lesión de la dignidad y la integridad moral es el hecho 
84. Cfr. J. BALLESTEROS, Postmodernidad: decadencia o resistencia, 
Madrid, Tecnos 1989, p. 59. Sobre la proyección de la dignidad en el recono-
cimiento de los derechos de los deficientes psíquicos, cfr. J.A. SEOANE, De-
recho y retraso mental, hacia un estatuto jurídico de la persona con retraso 
mental, A Coruña, Fundación Paideia, 1999, especialmente pp. 25-27, 66 ss. y 
436 ss. 
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85. STC 215/94, fundamento jurídico 3. 
86. Cfr. STC 89/87, fundamento jurídico 2. 
de ejercerse para impedir la actividad sexual. Ahí es precisamente 
donde radica su eventual carácter intimidatorio, y también donde 
surge la contradicción en el TC. Por una parte, al analizar las 
garantías el TC insiste en que se requiere para la licitud de la 
sustitución del consentimiento que el incapaz padezca una enfer-
medad o deficiencia psíquica grave, en el sentido de "generadora 
de la imposibilidad de comprender los aspectos básicos de su 
sexualidad y de la medida de intervención corporal cuya autori-
zación su representante legal promueve" 8 5 . Si bien se mira, eso 
hace imposible que haya lesión de la integridad moral y de la 
dignidad en la vigilancia ejercida para impedir la actividad sexual 
en tales casos, porque el ejercicio de la misma no es comprendido 
por el deficiente ni siquiera en sus aspectos básicos, es decir, 
porque se trata de una actividad sexual que no es susceptible de 
realizarse en forma plenamente humana, dada la deficiencia 
psíquica grave. No deja de sorprender que una actividad sexual 
de perfiles tan peculiares -no es comprendida por quien es su 
sujeto agente- se convierta en la finalidad lícita cuyo ejercicio 
justifica nada menos que la disposición sobre la integridad física 
de una persona -configurada como derecho fundamental en el art. 
15.1 C E - sustituyendo su consentimiento; sobre todo porque tal 
ejercicio no constituye en absoluto -según el T C - un derecho 
fundamental constitucionalmente reconocido, ni una forma con-
creta de ejercer alguno de los derechos reconocidos. La actividad 
sexual es, en la doctrina del TC, una de las múltiples y variadas 
manifestaciones del agere licere, de la "libertad a secas", razón 
por la cual su privación o prohibición a la población reclusa no 
puede considerarse lesiva de derecho fundamental alguno, como 
se ha expuesto supra^6. ¿Cómo puede entonces constituirse en el 
bien que justifica afectar la integridad física, más aún en el caso 
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de personas que no pueden comprender siquiera los aspectos 
básicos de tal actividad? 
Los precedentes argumentos se aplican también al examen de 
proporcionalidad, puesto que éste se ve afectado por la existencia 
de una medida menos lesiva, como sería la vigilancia normal que 
el TC examina, según se ha visto. En este punto, sólo debe aña-
dirse la contradicción que supone afirmar que dicha vigilancia 
afectaría al libre desarrollo de la personalidad, al resultar ello 
imposible porque, ex hypothesi, el TC se refiere a personas 
afectadas por una dolencia o deficiencia que les impide preci-
samente actuar con conocimiento y, en consecuencia, con li-
bertad, en ese preciso ámbito de su conducta. Además, no se 
comprende qué valor otorga el TC a tal dato frente a la afectación 
del derecho fundamental a la integridad física, cuando en el 
mismo año 1994, el propio TC recordaba que, de acuerdo con una 
doctrina establecida desde los comienzos de su andadura, los 
valores de libertad y libre desarrollo de la personalidad positi-
vizados en la norma fundamental como principios constitucio-
nales ya están presentes, de manera explícita o implícita, en los 
derechos fundamentales que la Constitución reconoce, y más allá 
de su indudable función de interpretación y de inspiración posi-
tiva de la totalidad del ordenamiento jurídico, no consagran por sí 
solos derecho fundamental alguno 8 7 . 
En definitiva, la dignidad, que en otra jurisprudencia del TC 
aparece vinculada expresamente al derecho a la integridad física, 
no juega papel alguno en este caso respecto de tal integridad; 
mientras que sí lo hace respecto de una actividad sexual que, a 
pesar de no ser un derecho fundamental ni ser comprendida por 
su sujeto agente, parece bastar para justificar la disposición sobre 
aquella integridad. En realidad, lo que realmente se está prote-
giendo son otros bienes e intereses, los de familiares y guarda-
87. Cfr. STC 337/94, fundamento jurídico 12, remitiéndose a STC 5/81, 
fundamento jurídico 7. 
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dores, como se sostiene en el auto de planteamiento y en uno de 
los votos particulares 8 8. No es difícil aceptar esta conclusión si se 
repara, por ejemplo, en que una sexualidad de perfiles semejantes 
dudosamente constituye un bien para el "interesado" incapaz, 
mientras que la evitación de sus consecuencias sí lo es para los 
guardadores; o si se toma en cuenta que entre las garantías no se 
atiende a los diferentes grados y al eventual carácter transitorio de 
la perturbación o deficiencia psíquica, ni se consideran posibles 
condicionamientos que hagan menos radical la medida, como se 
pone de relieve asimismo en algunos de los votos particulares 8 9. 
Por el contrario, el razonamiento del TC exhibe una cierta "prisa" 
en admitir la esterilización, premura señalada también por otro de 
los votos particulares 9 0 . Admitir esto permitiría evitar contra-
dicciones e incongruencias, pero ello no es posible para el TC 
sencillamente porque pondría de manifiesto que la esterilización 
se acepta para proteger intereses de terceros, lo cual no puede 
pasar nunca como una conducta jurídicamente compatible con la 
no-instrumentalización que comporta el principio de dignidad. 
6.4. La dignidad de la persona en la STC 212/96 
En el recurso que da origen a esta sentencia, relativa a la 
inconstitucionalidad de la Ley 42/1988, sobre donación y utiliza-
88. Cfr. STC 215/94, votos particulares de los Magistrados José Gabaldón 
López, fundamento jurídico 3 in fine, y Rafael de Mendizábal Allende, fun-
damento jurídico 1. 
89. Cfr. STC 215/94, voto particular de los Magistrados Julio Diego 
González Campos y Pedro Cruz Villalón, fundamento jurídico 2 A) y C); y del 
Magistrado José Gabaldón López, fundamento jurídico 5. El TC ha tenido que 
enfrentarse posteriormente con el tema de las garantías y la seguridad jurídica 
en relación con los diferentes grados de la deficiencia psíquica, reiterando 
nuevamente la doctrina de la STC 215/94. Cfr. ATC 261/98, fundamentos 
jurídicos 2, 3 y 4. 
90. Cfr. STC 215/94, voto particular del Magistrado Vicente Gimeno 
Sendra. 
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ción de embriones y fetos humanos o de sus células, tejidos u 
órganos, el principio de dignidad de la persona es invocado por 
los recurrentes en conexión con los siguientes asuntos: en primer 
lugar, porque estiman incompatible con ella la patrimonialización 
de la vida humana que se produce -en su opinión- al aceptarse 
por la ley la donación de embriones y fetos; además, se muestra 
también contraria al principio de dignidad la equiparación, a 
efectos de donación, entre los fetos o embriones muertos y los 
clínicamente no viables; y, finalmente, consideran que la nega-
ción del carácter de "ser humano" al "hecho biológico humano" 
tampoco puede cohonestarse con el principio de dignidad 9 1. 
El Tribunal Constitucional desestima estos argumentos, aun-
que no otros de los contenidos en el recurso, que no hacen a 
nuestro tema, si bien el voto particular los acoge en buena me-
dida. En cuanto a la equiparación entre muertos y no viables, el 
TC sostiene que la no viabilidad "hace referencia concretamente a 
su incapacidad para desarrollarse hasta dar lugar a un ser humano, 
a una 'persona' en el fundamental sentido del art. 10.1 C E . Son, 
así, por definición, embriones o fetos humanos abortados en el 
sentido más profundo de la expresión, es decir, frustrados ya en 
lo que concierne a aquella dimensión que hace de los mismos 'un 
bien jurídico cuya protección encuentra en dicho precepto' (el art. 
15 CE) 'fundamento constitucional' (STC 53/1985, fundamento 
jurídico 5 o), por más que la dignidad de la persona (art. 10.1 CE) 
pueda tener una determinada proyección en determinados as-
pectos de la regulación de los mismos, como más adelante 
veremos. [...] Puede decirse, así, que la Ley se enfrenta con la 
realidad de la existencia de embriones y fetos humanos, ya sea 
muertos o no viables, susceptibles de utilización con fines diag-
nósticos, terapéuticos, de investigación o experimentación, pre-
91. Puede consultarse todo esto en el texto de la STC 212/96, antecedente 
2 A) y 2 C). 
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tendiendo abordar en todo caso esta realidad de modo acorde con 
la dignidad de la persona" 9 2 . 
En lo referente a la patrimonialización, el TC admite que ésta 
sería contraria a la dignidad de la persona, pero añade a conti-
nuación que no se da en el caso, aunque se admita la donación, 
porque se trata de fetos o embriones muertos o no viables, y por-
que en la ley se prohibe expresamente cualquier causa lucrativa o 
remuneratoria 9 3. 
Nótese que en ambos argumentos el TC reconoce implícita-
mente que el principio de dignidad guarda relación con la dona-
ción y utilización de fetos y embriones. Lo sorprendente es que, 
siendo uno y el mismo el principio implicado, sirve para descartar 
-por incompatibles con é l - cualesquiera formas de utilización o 
donación que tengan por objeto individuos ya nacidos, aunque se 
encuentren en ese peculiar estado de inviabilidad que es la 
enfermedad terminal; pero no para excluir esas donaciones y 
utilizaciones en embriones y fetos, por más que la doctrina del 
TC haya reconocido en la STC 53/85 que la vida humana es un 
continuum que existe antes del nacimiento 9 4 . La conclusión del 
TC es que la utilización -con fines diversos- de seres humanos 
vivos no viables respeta la dignidad humana, siempre que se 
excluya el fin lucrativo. 
El problema de fondo radica, a la luz de lo anterior, en deter-
minar si los fetos y embriones son o no seres humanos, cuestión a 
la cual se aludía en el recurso, según se ha expuesto. Para los 
92. STC 212/96, fundamento jurídico 5. 
93. STC 212/96, fundamento jurídico 8. 
94. En la sentencia se omite cuidadosamente la referencia a los fetos y 
embriones no viables como portadores de vida humana. Se habla de que no 
son, en rigor, nascituri, pero no se afirma nada respecto de lo otro. Sobre la 
proyección de la doctrina de la STC 53/85 en la 212/96, y en particular sobre 
el punto señalado, cfr. J. PARDO FALCÓN, "A vueltas con el artículo 15 CE y 
otras cuestiones más o menos recurrentes de nuestro Derecho Constitucional. 
(Un comentario a la STC 212/1996, de 19 de diciembre)", en Revista Española 
de Derecho Constitucional 51 (1997), pp. 249-261. 
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recurrentes sí lo son; para el Tribunal Constitucional parece estar 
claro lo contrario, puesto que les niega de plano la personalidad 
jurídica y la consiguiente titularidad sobre los derechos funda-
mentales, de acuerdo con lo establecido en su anterior doctrina. 
En forma coherente con ella, en la STC 53/85 la argumentación 
se condujo por la línea de considerar la vida humana como un 
bien constitucionalmente protegido, más allá de las titularidades 
subjetivas sobre la misma; la dignidad no jugó en ese punto papel 
alguno, sino sólo para justificar el aborto en caso de violación. Lo 
lógico ahora hubiese sido seguir en todo la doctrina anterior, y 
excluir cualquier intervención del principio de dignidad de la 
persona, puesto que los fetos y embriones no son personas 
"reales". Sin embargo, el TC entiende que el tema no puede 
resolverse al margen del principio de dignidad de la persona, y 
alaba el cuidado puesto en ello por el legislador, aunque no 
estemos, según él, ante personas, y aunque luego el papel que de 
hecho juega el principio sea mínimo. Estamos ante una posición 
básicamente ambigua cuya causa debe buscarse en las difi-
cultades intrínsecas que plantea la adopción de una postura for-
malista cuando lo que se tiene delante es el principio de dignidad 
de la persona: todo ser humano actualmente viviente es mere-
cedor de respeto en virtud de su dignidad, pero para llegar a su 
actual status ha debido ser antes necesariamente embrión y feto; 
sostener que un instante, el del nacimiento, consolidado por otro 
instante, el cumplimiento de las 24 horas de vida independiente, 
son los hechos que nos convierten en seres dignos, merecedores 
de respeto, y ello por decisión de un legislador, no deja de ser, 
ello mismo, un atentado contra esa dignidad. Un nominalismo 
decisionista en el uso del término "persona", y un formalismo 
paralelo en el reconocimiento de los derechos fundamentales son 
actitudes manifiestamente incompatibles con el reconocimiento 
de la dignidad, pues ésta no puede ser algo concedido o adscrito 
en virtud de decisión alguna a una cierta categoría de sujetos, 
delimitada también en virtud de otra decisión. La dignidad no se 
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atribuye, se reconoce. Una dignidad concedida es indiscernible de 
la adscripción de un precio. Como esto no puede ser de otro 
modo, el TC sabe y reconoce que el tratamiento que se dé a los 
fetos y embriones puede comprometer la dignidad de la persona, 
pero acaba siendo víctima del formalismo con que en su día 
extrapoló la regla del art. 29 Ce a la titularidad sobre el derecho 
fundamental a la vida. Eso no es tomar el principio de dignidad 
de la persona en serio. 
6.5. La dignidad de la persona en la STC116/99 
Como trataré de mostrar a continuación, la banalización del 
principio de dignidad que se advierte en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional español ha alcanzado uno de sus puntos 
culminantes en la sentencia sobre la inconstitucionalidad de la ley 
35/1988, de 22 de noviembre, sobre técnicas de reproducción 
asistida, dictada y publicada por el TC 10 años después de 
haberse presentado el recurso. 
La primera alusión al principio de dignidad se encuentra en el 
examen efectuado para determinar si la ley incurre en inconstitu-
cionalidad por invadir un ámbito normativo reservado a la ley 
orgánica. Para el TC, está claro que esto debe ser rechazado a 
limine, dado que la reserva de ley orgánica del art. 81.1 CE se 
entiende referida a los derechos y libertades públicas regulados 
en la Sección primera del Capítulo segundo del Título I de la 
Constitución, "entre los que obviamente no se encuentra la dig-
nidad de la persona que, además, es reconocida en nuestra 
Constitución como 'fundamento del orden político y de la paz 
social' (art. 10.1 C E ) " 9 5 . Lo que el TC está afirmando no es 
equiparable al criterio formalista según el cual la dignidad no 
habilita para la presentación de un recurso de amparo; en este 
95. STC 116/99, fundamento jurídico 4. 
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caso, lo que sostiene es precisamente que el hecho de que una 
determinada legislación afecte cuestiones relacionadas estre-
chamente con la dignidad de la persona no basta para que se 
considere de aplicación al caso la reserva de ley orgánica. La 
mencionada reserva se exigirá a la regulación de los derechos que 
derivan de la dignidad, pero no a otras regulaciones que la afecten 
directamente, sin hacerlo a través de derechos fundamentales. Tal 
vez podría pensarse, a este propósito, que no es realmente posible 
que una legislación afecte a la dignidad sin afectar derechos 
fundamentales, pero esto no es lo que dice el TC. Para el Alto 
Tribunal, las disposiciones relativas a la dignidad de la persona 
no están sometidas a la reserva de ley orgánica porque la dig-
nidad no es un derecho fundamental. A este respecto, la discre-
pancia contenida en el voto particular se muestra de todo punto 
razonable. En él se afirma, entre otras cosas, que "la dignidad de 
la persona, germen de los derechos inviolables inherentes a ella, 
ha de estar protegida, en cuanto valor constitucional fundamental, 
por las máximas garantías propias de las Leyes Orgánicas. Insisto 
en lo antes afirmado: no resulta lógico negar al tronco la 
cobertura constitucional que se otorga a las ramas" 9 6 . Al redactor 
del voto particular la posición de la mayoría le parece fruto de 
una visión exclusivamente formal v contraria a lo sostenido, entre 
otras, en la STC 224/93. Como se puede apreciar, el uso del 
principio de dignidad que se hace en este punto no evidencia un 
particular respeto hacia lo que el principio significa según el texto 
constitucional y la propia jurisprudencia del TC. 
En lo relativo a los preembriones no viables, el TC aplica la 
doctrina contenida en la STC 212/96 sobre los embriones y fetos 
no viables, que ya ha sido expuesta. De igual modo procede en 
relación con la donación de los gametos y preembriones, volvien-
96. STC 116/99, voto particular de los Magistrados Manuel Jiménez de 
Parga y Cabrera y Fernando Garrido Falla, fundamento 3. 
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97. STC 116/99, fundamento jurídico 11. 
98. Cfr. Ibidem. 
do a reconocer que la actividad lucrativa en este ámbito atentaría 
contra el principio de dignidad. 
Por lo que se refiere a la permisión de las fecundaciones entre 
gametos humanos y animales que se contiene en la ley, no con-
sidera el TC que sea atentatoria contra la dignidad humana, 
siempre que haya sido autorizada por la autoridad pública corres-
pondiente, tal y como establece la ley, y no se dirija a producir 
hibridaciones. Tampoco lo es, en su opinión, la crioconservación 
de gametos y preembriones sobrantes, porque "atendiendo al 
estado actual de la técnica, se nos presenta más bien como el 
único remedio para mejor utilizar los preembriones ya existentes, 
y evitar así fecundaciones innecesarias" 9 7. 
Finalmente, la asimilación entre preembriones y gametos a los 
efectos de puesta a disposición de los bancos de almacenamiento 
correspondientes no se considera tampoco atentatoria contra la 
dignidad de la persona, porque ni unos ni otros son, a estos efec-
tos, persona humana 9 8 . 
No hay en esta sentencia demasiadas novedades respecto de la 
comentada en anterior lugar. Sólo interesa destacar cómo en ella 
los criterios formalistas, expresión de ese peculiar nominalismo a 
que nos hemos referido, que en la STC 212/96 todavía suscitaban 
una cierta duda o vacilación, se han adueñado ya por completo de 
la argumentación del Tribunal. Pareciera que, a medida que nos 
alejamos del fetiche del nacimiento, de la regla del art. 29 CE, 
desaparecen progresivamente los posibles reparos o dudas sobre 
si debe excluirse o no la toma en consideración del principio 
objeto del presente estudio. Cuanto más lejos del momento del 
nacimiento se sitúa el problema, menos dificultades encuentra el 
TC para tratar el "material biológico humano" como cosa, pues, 
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en el fondo, no cabe alternativa ninguna: tampoco aquí resulta 
fácil evitar la suma divisio del Derecho: o es persona, o es cosa" . 
6.6. Recapitulación 
Lo expuesto muestra cómo el TC ha evolucionado desde las 
solemnes proclamaciones contenidas en la STC 53/85, hacia un 
manejo cada vez más formalista y menos acorde con aquellas. 
Por otra parte, la también proclamada neutralidad filosófica y 
jurídico-dogmática no encuentra eco en los hechos. Como se ha 
visto, el kantiano es el concepto de dignidad adoptado implícita-
mente en las primeras sentencias, que aluden a la autodetermina-
ción personal. 
Y si es cierto que no ha existido esa imposible neutralidad, no 
lo es menos que el TC tampoco ha sido coherente con la posición 
adoptada. Lo que sucede realmente es que la concepción prove-
niente de la tradición kantiana compromete la extensión universal 
de la personalidad y de la correlativa dignidad a los seres bio-
lógicamente humanos que se encuentran en el momento inicial y 
terminal de su existencia física, y también a algunos otros que se 
encuentran en circunstancias particularmente críticas. Por ello, el 
TC ha preferido no ser absolutamente consecuente con ella, y ha 
mostrado cierta receptividad hacia la idea de dignidad como res-
peto al modo de ser propio del ser considerado digno, aunque sin 
afirmarlo explícitamente. En la temática que ahora interesa, ese 
respeto se ha dirigido hacia la vida humana en sentido biológico, 
al considerarla un bien constitucionalmente protegido, y sobre 
todo al sostener, en las dos últimas sentencias analizadas, que el 
principio de dignidad debe ser tomado en cuenta en la configu-
99. Acerca de la relevancia de esta división en los problemas biojurídicos 
que venimos tratando, puede verse R. ANDORNO, La distinction juridique en-
tre les personnes et les choses á l'épreuve des procréations artificielles, París, 
LGDJ, 1996, passim. 
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7. U N A CONCLUSIÓN SOBRE LAS POSIBILIDADES REALES DEL 
PRINCIPIO DE DIGNIDAD EN EL PLANO JURISPRUDENCIAL 
El panorama general de la jurisprudencia del TC relacionada 
con la dignidad de la persona se compone, a grandes rasgos, de 
los siguientes elementos: 
a) En primer lugar, el reconocimiento más o menos solemne 
del principio, de acuerdo con el tenor literal del art. 10. CE. 
b) En segundo lugar, la negativa a adoptar explícitamente un 
concepto de dignidad elaborado teóricamente; negativa que se 
ración del régimen jurídico de los vivientes no-nacidos (fetos, 
embriones y los llamados preembriones). Sin embargo, tampoco 
ha sido completamente coherente con esta rectificación, puesto 
que de hecho no ha recurrido realmente al principio de dignidad 
en ese contexto, ni ha cuestionado si aceptar que la dignidad tiene 
algo que decir en lo relativo a donación y experimentación con 
"material" biológico humano es realmente compatible con negar 
absolutamente la condición de persona al nasciturus, al ser 
humano antes de nacer. 
Todo lo anterior ofrece un panorama que, sin exageración, 
puede llamarse de trivialización progresiva del principio de dig-
nidad. Para percibirlo, basta repasar el art. 10.1 CE y, a continua-
ción, leer la última de las sentencias que lo toman en cuenta, la 
116/99. Cabe buscar para ello explicaciones de carácter político o 
ideológico, pues las hay, y son sumamente pertinentes en el con-
texto de una ciencia jurídica realista, a la que -particularmente en 
nuestro tema- conduce como de la mano la evidente insuficiencia 
del método dogmático para comprender el uso que hace el TC del 
principio de dignidad de la persona. Sin embargo, aquí se 
intentará aportar una explicación puramente teórica, filosófico-
jurídica, con la que se dará por concluido el presente estudio. Las 
restantes explicaciones deben quedar para un estudio posterior. 
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completa con un recurso más o menos tácito al concepto aportado 
por la tradición kantiana. 
c) En tercer lugar, una posición ambigua en la práctica, deri-
vada de lo anterior, que se refleja no tanto en lo decidido sustan-
tivamente cuanto en la justificación que se aporta. 
d) En cuarto lugar, el establecimiento de derivaciones y pro-
yecciones del principio de dignidad, para las que no se aporta 
ninguna justificación o argumentación, y cuyo valor no pasa de 
ser meramente retórico. En la práctica totalidad de las ocasiones, 
el TC efectúa afirmaciones del tipo "X es/sería una conducta 
contraria a la dignidad de la persona", o "tal derecho deriva de la 
dignidad de la persona", sin aportar mayor justificación ni obte-
ner consecuencia alguna a partir de ahí. 
En definitiva, un uso escaso y escasamente argumentado del 
principio. La pregunta que cabe ahora formular, para tratar de 
responderla desde la perspectiva de la Filosofía del Derecho, es: 
¿podría usarse más? ¿Podría haberse recurrido a mayores desarro-
llos, a argumentos más completos? A esbozar una respuesta para 
estas cuestiones dedicaremos la reflexión final del presente 
estudio. 
El hecho sobre el que se impone dirigir la mirada y tratar de 
explicar es que, en lugar de operar la dignidad como pauta 
hermenéutica de los derechos -que es lo esperado de un principio 
acerca del cual el TC y la propia Constitución afirman su carácter 
de fundamento de los mismos-, éstos se conciben siempre como 
determinaciones de aquélla. En consonancia con esto, el Tribunal 
alude a la dignidad limitándose a señalar su relación con los 
derechos, y a resaltar la exigencia de respeto a la persona que 
comporta. Pero cuando desea pasar al caso concreto, olvida la 
dignidad y se aplica a determinar qué derecho en particular es 
objeto de discusión en el caso; y en aquellos casos donde no 
juega ningún derecho fundamental, el TC refuerza la invocación 
de la dignidad haciendo intervenir junto a ella, como si no fuese 
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suficiente, otros principios de carácter material (caso del mínimo 
vital analizado suprá). 
A la luz de lo anterior conviene señalar que, más allá de la 
causa técnica (imposibilidad de basar exclusivamente los recursos 
de amparo en la violación del art. 10.1), y del prejuicio formalista 
(pretensión de derivar la totalidad de las decisiones del texto 
constitucional, evitando cualquier construcción doctrinal), existe 
- a nuestro juicio- otra razón por la cual sería igualmente difícil 
obtener de la dignidad un mayor partido práctico, y se habría 
percibido si se hubiese profundizado un poco más en la noción. 
Esa razón apunta a que los derechos no derivan de la dignidad en 
cuanto a su contenido material, sino en cuanto a la obligatoriedad 
de respeto. La dignidad no proporciona, por las razones que se 
exponen a continuación, contenidos materiales o de Derecho 
sustantivo 1 0 0 . Ello significa que el TC adopta una postura sobre la 
conexión entre los derechos y la dignidad excesivamente dócil y 
aerifica, mientras que su jurisprudencia pone de manifiesto en la 
práctica los condicionantes reales en este punto. 
El Derecho y, por tanto, también los derechos fundamentales 
en la medida que son verdaderos derechos, están referidos a, o 
protegen, bienes particulares de la persona, y en muy pocas oca-
siones a la persona misma de modo d i r ec to 1 0 1 . Si se quiere, 
protegen a la persona a través de bienes particulares que la cons-
100. Podría replicarse a ello que no ha sucedido así en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional federal alemán, lo cual es correcto. Sin embargo, el 
desarrollo jurisprudencial sobre el tema que allí existe no es fruto de ninguna 
reflexión jurídico-conceptual, sino que ha sido conformado a partir de la 
experiencia singular del pueblo alemán. Por eso, allí ha llegado a ser per-
fectamente reconocible el contenido del derecho a la dignidad, mientras que en 
la experiencia jurídica española semejante expresión carecería de sentido, o se 
identificaría -fuera ya del lenguaje jurídico- con otros derechos, reales o 
supuestos, como el derecho al honor, o el derecho a una muerte digna, o a la 
propia opción sexual. 
101. Al respecto F. CARPINTERO, Derecho y ontología jurídica, Madrid, 
Actas, 1993. 
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tituyen o que le pertenecen. Pues bien, cuáles sean esos bienes y 
cuál su contenido específico son datos que no pueden obtenerse 
directa y materialmente de la dignidad, sino de otro constitutivo 
de la persona humana que es su modo de ser específico, su 
naturaleza. Además, esa derivación tampoco se puede verificar en 
abstracto, sino a partir de circunstancias histórico-vitales particu-
lares. Pongamos un ejemplo. No se ve cómo la garantía del 
habeas corpas, o los derechos de participación política, pueden 
derivar directa y exclusivamente de la dignidad de la persona, ni 
siquiera de la confluencia entre dignidad y naturaleza. En efecto, 
se precisan otros muchos datos particulares para concluir que un 
detenido debe ser puesto a disposición judicial antes de que 
transcurran 72 horas desde su detención, por más que ello sea un 
modo efectivo de garantizar su seguridad y, en definitiva, su 
libertad, y por más que dicha garantía constituya a su vez una 
exigencia de su dignidad. 
Pero contra la pertinencia de este ejemplo podría afirmarse que 
la garantía de habeas corpus es demasiado técnica y concreta. 
Tomemos otro ejemplo. ¿Cuál es la "dosis" de privacidad que se 
debe preservar para que pueda afirmarse que no se ha violado el 
derecho a la vida privada de las personas? ¿Qué dimensiones de 
la existencia personal están comprendidas dentro de la "intimi-
dad" o "vida pr ivada"? 1 0 2 . Es evidente que estas dos cuestiones 
-que son de naturaleza sustantiva, material- no encuentran res-
puesta tomando la dignidad como principio hermenéutico del 
derecho a la intimidad. Si se presta atención al ejemplo, se puede 
concluir suficientemente que en la estructura genética de los 
derechos no interviene sólo la dignidad, sino tres elementos: la 
naturaleza humana -que actúa a la vez como instancia de deter-
minación material y como factor de universalización, de exten-
102. Con más extensión, sobre este ejemplo he podido escribir en 
P. SERNA, "Derechos fundamentales: el mito de los conflictos. Reflexiones...", 
cit., especialmente pp. 197-218. 
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sión a todo el género humano; el elemento histórico, también 
determinador y configurador de las exigencias concretas, a la luz 
de la naturaleza; y la dignidad misma, que actúa como fuente de 
la exigencia u obligatoriedad del derecho configurado tópica-
mente a partir de los otros dos factores. Dicho de otro modo, la 
dignidad constituye un principio central del Derecho público, por 
serlo a su vez de los derechos fundamentales. Sin embargo, ni es 
el único principio genético de los derechos humanos, ni tal vez 
estos sean el único fundamento del Derecho público. Pero eso 
excede con mucho las pretensiones del presente estudio. 
La triple raíz de los derechos permite comprender simultánea-
mente por qué la dignidad no juega un papel destacado en la 
jurisprudencia relativa a aquéllos, y cómo, en buena lógica, no 
cabe afirmar que deriven en exclusiva de ella. Así se explica, a su 
vez, que cuando el TC afirma que un derecho deriva de la 
dignidad de la persona, lo que ello significa realmente es que 
todos los derechos derivan en cierto sentido de la dignidad, y ése 
concretamente protege uno de los bienes básicos del ser hu-
m a n o 1 0 3 . A partir de ahí se puede, en definitiva, entender que el 
TC apenas ofrezca argumentos -en rigor, no puede- cuando 
establece vinculaciones o proyecciones de la dignidad. Dignidad 
significa eminencia o valor moral, y se traduce en una exigencia o 
103. Como se vio, el TC afirma -en relación con los derechos inherentes-
que no todo derecho puede considerarse tal -y por ello, inviolable- y que los 
derechos fundamentales no son in roto condiciones imprescindibles para la 
efectiva incolumidad de la dignidad, de modo que no cualquier restricción que 
se imponga a su ejercicio produce forzosamente un estado de indignidad. Esa 
argumentación es, a mi juicio, correcta: determinados bienes pueden faltar a un 
sujeto sin que ello comporte un trato indigno hacia él, precisamente porque 
tales bienes no derivan materialmente de la dignidad, sino de la naturaleza, del 
modo de ser propio del hombre, comprendido desde una determinada situación 
histórica. La vinculación más directa de ciertos derechos con la dignidad puede 
explicarse porque, al no manejar el Tribunal un concepto de naturaleza o 
condición humana, prefiere reservar esta conexión inmediata para aquellos que 
protegen bienes más fundamentales, o menos afectables por las circunstancias 
históricas. 
194 PEDROSERNA 
deber de respeto al ser digno; podría añadirse también que se 
traduce en una exigencia de no instrumentalización, pero eso 
comporta ya un juicio sobre algo que no es la dignidad, sino la 
naturaleza, pues supone que el modo de ser propio del ser digno 
rechaza esa instrumentalización, es un "fin en sí mismo", por 
emplear la terminología de Kant, el gran teórico de la idea en la 
Modernidad. Incluso dando por válida esa segunda exigencia, el 
principio de dignidad impone el deber de respeto al ser humano, 
pero no añade nada más, esto es, apenas nos dice nada sobre qué 
significa ese respeto. Tratar de concretar ese significado equivale 
a trascender la noción misma de dignidad: respetar al ser humano 
es respetarlo en los elementos que integran su humanidad, su 
condición de hombre, es decir, en las exigencias que dimanan de 
su naturaleza a luz de las concretas circunstancias históricas de 
cada momento. Por ello en la imposición del deber de respeto 
comienza y termina la eficacia práctica del principio de dignidad, 
más allá de su indudable valor como referente axiológico y 
fundamentador, que cae fuera de toda duda. 
Ahora bien, lo anterior tiene una excepción importante, que se 
comprueba también en la jurisprudencia estudiada. Hay un campo 
en el que sí es posible extraer consecuencias práctico-juris-
prudenciales a partir del principio de dignidad, que es lo que po-
dríamos llamar la extensión universal del respeto al ser humano. 
En efecto, dignidad de la persona humana equivale a dignidad de 
toda persona humana, esto es, igualdad radical de todos los seres 
humanos en cuanto al respeto que merecen en su humanidad; de 
donde se sigue, como necesaria conclusión, que tal igualdad debe 
existir también en la titularidad y el ejercicio de todos los 
derechos que la dignidad fundamenta, esto es, de todos aquellos 
derechos para cuyo disfrute no se precisa más que la condición de 
ser humano. El TC ha razonado exactamente así en el caso de los 
extranjeros, desarmando jurídicamente la prepotencia del Estado 
y la indefensión de aquéllos, y evitando que sus libertades y 
derechos básicos se vean sometidos a un régimen de concesión 
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1. STC 5/81 20. STC 89/87 
2. STC 25/81 21. STC 101/87 
3. STC 2/82 22. STC 115/87 
4. STC 27/82 23. STC 128/87 
5. STC 50/83* 24. STC 170/87 
6. STC 118/83* 25. ATC 670/87* 
7. STC 75/84* 26. STC 64/88 
8. STC 107/84 27. STC 166/88 
9. ATC 150/84* 28. STC 178/88* 
10. ATC 304/84* 29. STC 231/88 
11. STC 53/85 30. STC 254/88 
12. STC 70/85 31. STC 16/89* 
13. STC 99/85 32. STC 37/89 
14. ATC 241/85* 33. STC 113/89 
15. STC 39/86* 34. STC 129/89 
16. STC 64/86 35. STC 105/90 
17. STC 65/86 36. STC 120/90 
18. STC. 159/86 37. STC 137/90 
19. ATC 374/86* 38. STC 184/90 
104. La presente relación cronológica de autos y sentencias incluye todas 
las consultadas para la elaboración del presente estudio. Con asterisco se han 
señalado -como información complementaria para el lector interesado- las 
que, tras la oportuna consulta, se consideran no relevantes en la materia. 
por parte del poder político. Tal vez debiera haber aplicado los 
mismos parámetros a las relaciones, también de hecho, es decir, 
de poder, entre los humanos adultos y los no-nacidos. Que no lo 
haya hecho así no debe ser motivo de escándalo para nadie, pues 
significa simplemente que la batalla de la generalización de los 
derechos humanos está por concluir, que todavía no hemos 
alcanzado la universalidad plena. 
JURISPRUDENCIA CONSULTADA 
PEDROSERNA 
39. STC 107/91* 68. STC 337/94 
40. STC 145/91 69. STC 16/95 
41. STC 150/91 70. STC 78/95 
42. STC 167/91* 71. STC 166/95 
43. STC 197/91 72. STC 55/96 
44. STC 214/91 73. STC 88/96 
45. STC 216/91 74. STC 136/96 
46. STC 20/92 75. STC 177/96 
47. STC 40/92 76. STC 212/96 
48. STC 85/92 77. STC 151/97* 
49. STC 219/92 78. STC 204/97 
50. STC 223/92 79. ATC 240/97* 
51. STC 94/93 80. STC 11/98 
52. STC 142/93 81. STC 33/98* 
53. STC 158/93 82. STC 35/98* 
54. STC 233/93 83. STC 45/98* 
55. STC 254/93 84. STC 60/98* 
56. STC 265/93 85. STC 77/98* 
57. STC 336/93 86. STC 94/98* 
58. STC 57/94 87. STC 104/98* 
59. STC 89/94 88. STC 105/98* 
60. STC 99/94 89. STC 106/98* 
61. STC 143/94 90. STC 123/98* 
62. STC 153/94* 91. STC 124/98* 
63. STC 170/94 92. STC 125/98* 
64. STC 173/94 93. STC 126/98* 
65. STC 215/94 94. STC 158/98* 
66. STC 269/94 95. ATC 261/98 
67. STC 270/94* 96. STC 116/99 
